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AIVAREZ GENDIN, Sabino: Teoría y
práctica de lo contencloso-adminis-
trativo. Editorial Hosch. Barcelona,
19G0. 231 págs.

La Ley de 27 de diciembre d»1 1956 su-
puso un paso decisivo en la estructura-
ción de un régimen de garantías del ad-
ministrado. De ella ha llegado a decir-
se que «por la claridad, certeza y ampli-
tud con que consagra la garantía juris-
diccional de los derechos particulares le-
sionados por la acción o inacción admi-
nistrativas, puede servir de modelo a
cualquier país del mundo que quiera
ajustar la marcha de su Administración
pública ¡il principio salvador «le la lega-
lidad». Esto explica el especial in-
terés de la doctrina hacia el nuevo tex-
to y la favorable acogida dispensada.

Muchos han sido los trabajos apareci-
dos desde el corto espacio de tiempo
que media de su publicación, tanto en
España como en el extranjero. Futre ellos
destacan los publicados por el profesor
ALVAREZ GENDÍN.

AI.VAREZ GENDÍN dedicó especial inte-
rés a la nueva Ley, ocupándose de sus
preceptos y de los problemas que plan-
tea en estudios monográficos y confe-
rencias. Hoy nos ofrece una obra gene-
ral, de inestimable valor. Porque—como
dice el autor en la página 207—responde
a un doble carácter: «Ha respondido
—señala—a los estudios doctrinales que
como catedrático viene realizando; pero
a la par, la experiencia de casi un par
de años de aplicación de la l.ey sobre
la jurisdicción contencioso-administrati-
va de 27 de diciembre de 1956 como
magistrado del Tribuna] Supremo, me
ha inducido en este libro a puntuali-

zar interpretaciones jurisprudenciales, a
aplaudir aciertos de la Ley y a obser-
var yerros de la misma.»

Por. estas razones, en modo alguno pue-
de prescindirse de la obra de ALVARKZ
GKNDÍN cualquiera que sea el punto de
vista desde el que 6e aborda el proceso
administrativo: el estrictamente teórico
de elaboración de un sistema procesal:
el legislativo de corregir los posibles de-
fectos de la manera normativa, o el prác-
tico de la aplicación diaria de sus pre-
ceptos por magistrados y por defensores
de la Administración y de los particu-
lares.

Los principales problemas que plantea
la aplicación de la Ley de 27 de diciem-
bre de 1956 se encuentran tratados en
estas glosas de ALVAREZ GENDÍN con el
rigor y profundidad a que nos tiene
acostumbrados a través de los veintitrés
apartados o capítulos de la obra; ge van
estudiando' los aspectos fundamentales
del régimen jurídico de nuestro proceso
administrativo, con referencia a la doc-
trina jurisprudencial que se ha ido dic-
tando sobre los nuevos preceptos.

Facilitan enormemente el manejo del
libro los completos índices alfabéticos
por materias y cronológico de disposi-
ciones que se incluyen al final

J. G. P.

BEGUIN, B.: ILO and the Tripartite
System (International ConcOiation),
número 523, mayo, 1959.

Hay Organizaciones internacionales
que han sobrevivido a la catástrofe de
1939-1945. Una de estas Organizaciones
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es la OIT. Mas sobrevivir no significa
en modo alguno permanencia inmutable,
inexistencia de alteraciones y cambios.
La OIT ha pervivido pero ha tenido
que proceder a una revisión. La trans-
formación es más honda de lo que pue-
de deducirse de la simple contemplación
del estatuto primitivo y del aprobado
en Montreal. Los cambios de estruc-
turas sociales, la incorporación en la OIT
de sistemas políticos y económicos anta-
gónicos, la intervención de los pueblos
recién emancipados, son factores más que
suficientes para explicarse el esperado
cambio. L'l estudio que ahora comento
aspira a centrar el interés en uno de
los puntos más esenciales de la estruc-
tura de la OIT y que es de los que
más se ven afectados por las transfor-
maciones apuntadas.

La estructura del trabajo de BKCMN es
sumamente clara e incisiva. La OIT ha
nacido en un clima bélico y de crisis
social, de temor profundo del capitalis-
mo ante la perspectiva de una revolución
proletaria al concluir la guerra de 1914.
Ha sido una fórmula ingeniosa de los
ingleses, que en el año critico de 1916,
necesitados de una total movilización
de las fuerzas del país, creyeron indis-
pensable integrar en las tareas de gobier-
no a los sindicatos y al partido laboris-
ta. La ejecución de este programa por
Lloyd GEORCE, permitió al laborista PIIE-
LAN esbozar lo que en los tratados de paz
sería la OIT.

Inglaterra había necesitado hacer par-
ticipe, protagonista de la guerra al ele-
mento obrero. La sociedad internacio-
nal se veía obligada en 1919 a integrar
a esos mismos elementos en una polí-
tica de reconstrucción y de pacificación.

La representación del elemento obre-
ro, la ampliación del sistema de seguri-
dad colectiva al campo de lo social y de
lo económico imponía desviarse un poco
de las fórmulas internacionales clásicas
que habían reducido el intervencionis-
mo internacional, la gestión internacio-
nal a los Estados. Se hacia imprescindi-
ble que elementos obreros y patronales
actuaran con propia personulidad en la
esfera internacional. La OIT haría tan-
gible esta apetencia. Así 6e explica la
fórmula, tripartita, que según BELIN no
fue propiamente la consecución de un

propósito, de un deseo del estamento
obrero.

En la constitución, en la estructura de
la O1T el elemento que más se ha des-
tacado ha sido precisamente su carácter
tripartito. Es una organización en la que
estáí> presentes los Estados, los em-
presarios y las organizaciones obreras
más representativas. La intervención de
estas fuerzas parece reproducir, en un
orden muy diferente del que encarnaban
la- últimas cortes monárquicas, la pre-
sencia de los tres estamentos. Hay, no
obstante, una analogía en el proceso his-
tórico posterior. En las antiguas Cortes,
el estamento bajo luchó por aumentar
su representación hasta llegar, con el «ju-
ramento de la pelota», a erigirse en el
único representante de la nación. En la
O1T se ha percibido igualmente un mo-
vimiento destinado a incrementar la re-
presentación obrera en detrimento de la
patronal y en modo alguno de la del
Estado. En .-i mencionado sentido se han
manifestado las delegaciones de Rusia y
Checoslovaquia.

En la inicial propuesta de Inglaterra
se quiso hacer de la OIT un órgano le-
gislador. No se llegó a tanto, pero se dio
un paso tan progresivo, que fueron las
cláusulas de la OIT en materia de tra-
tados el punto de arranque de toda
una literatura sobre la incipiente existen-
cia de una función legislativa interna-
cional. La doctrina de los tratados cu
forma simplificada tenía en las conven-
ciones de la OIT uno de sus bastiones
más firmes. Junto a esa facultad de pre-
parar, votar convenciones en materia de
trabajo, la OIT montó un sistema de ga-
rantías, de control de la observancia de
las convenciones de trabajo que ha cons-
tituido uno de los capítulos más hechos
de la doctrina del control internacional.

La inclusión de Rusia en la OIT en el
año 1934 forzosamente tuvo que plan-
tear una penosa y extremadamente di-
fícil tarea de readaptación. La OIT naci-
da como producto occidental, acuñada
en los cerebros del sindicalismo britá-
nico, auspiciada, después, por un hom-
bre tan ponderado como el sindicalista
francés León JOLHALX, respondiendo a
un sentimiento sindicalista y socialista
relativamente uburguesado, no estaba
bien dispuesta para dar entrada a un
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régimen como el soviético que discre-
paba tan abiertamente en cuanto'a la
organización, de la empresa y del mun-
do del trabajo.

Las dificultades iniciales vinieron del
lado empresarial que se obstinó en re-
cusar la participación de su homónimo
ruso. Mas como tal disposición no en-
contrara eco en la delegación obrera,
ni cariño c interés en la estatal, más
preocupadas por utraerse la colaboración
del potencial ruso a efectos de una po-
lítica internacional revisionista o de se-
guridad, el caso es que los patronos
occidentales solicitaron se pidiera un
dictamen al TPJÍ, que no llegó a tener
electos prácticos debido a la ulterior ex-
pulsión de la Rusia soviética del seno
de la S. de las"1V.

El problema, no obstante, había que-
dado planteado y pendiente de su solu-
ción. Los empresarios estaban, por otra
parle, mal situados para hacer frente
a esa emergencia. Cuando años antes
de la incorporación de Rusia se había
planteado por la delegación obrera el
problema de la representación sindical
de la Italia fascista, los empresarios no
habían estimado oportuno impugnarla en
defensa de la carta de la Organización.
Lo que de tolerable, o recomendable in-
cluso, creían encontrar en la organiza-
ción sindical fascista (incuestionablemen-
te no independiente de las presiones po-
líticas de un Estado totalitario), pensa-
ban ser nocivo y destructor llegado el
momento de tratarse de la representa-
ción empresarial rusa. En este caso, era
la consagración de un régimen que ha-
bía hecho tabula rasa de la propiedad
privada; en el supuesto fascista, era, de
hecho, la defensa de ese orden económico
capitalista lo que justificaba las medi-
das draconianas en la política.

El carácter tripartito de la OIT estaba
sometido a una prueba de fuerza, no
sólo en función de Rusia y de los sis-
temas de democracia popular, sino tam-
bién por el proceso incuestionable de
eslatalización de la economía. En muchos
países el Estado procedía a montar sus
«mpresas industriales y económicas. El
Estado se hacía empresario. En otros Es-
tados (los recién ascendidos al estatuto

de la independencia) era también el Es-
tado el que procedía a «crear» los sin-
hacía ineludible plantear la representa-
ción de los intereses económicos sobre
otras bases.

Por otra parte, la misión de los sin-
dicatos obreros. En estas condiciones
se venía a sel ahora bástanle dis-
tinta que en otros tiempos. Del viejo
sindicalismo y socialismo muy poco que-
daba por ejecutar. Las clásicas reivindi-
caciones obreras de hecho habían sido
satisfechas. Ya no era la acción oposi-
cionista de los sindicatos lo más impor-
tante. Ahora el mundo del trabajo pa-
saba a incorporarse en las tareas del
gobierno, y no sólo en los regímenes de
democracia popular. En esta situación,
su intervención en la OIT tenía que
presentar otros caracteres. La OIT misma
estaba llamaba a cambiar su catálogo de
fines. Ahora ¿e le abría un inmenso cam-
po como el de la asistencia a los pueblos
atrasados. Y si la misión del sindicato
y de la OIT venía a ser diferente, tam-
bién resultaba distinta la forma de en-
tender la diferencia y la relación entre
empresarios y obreros. Del empresario,
el capitalista sólo había querido saber
su condición de propietario. Del obrero,
el sindicalismo sólo quiso ver su con-
dición de víctima, de extranjero en la
sociedad. Todo esto tenía que cambiar.
Empresario y obrero venían a ser ele-
mentos en una tarea conjunta de crea-
ción de riqueza, de alumbramiento de
un Welfare State. El empresario era el
sujeto que proporciona trabajo; el obre-
ro el que lo ejecuta. En toda organi-
zación económica existen tales elemen-
tos. La OIT tiene que acoplarse a esta
nueva realidad.

En suma, un trabajo, este de BECUIN,
bien concebido, de actualidad palpitan-
te, que incide en una temática que es-
timo esencial para la buena compren-
sión de la OIT y de la cooperación in-
ternacional en materia laboral, y que
responde a una preocupación doctrinal
muy intensa como puede apreciarse por
la lectura del artículo de G. FISCHER
«Organisation Internationale du Travail».
A.F.D.I. 1955, págs. 37C-382.

M. AGUILAR NAVARRO
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BOUVIER, Charles: La collectivisation
de I 'agricultura. Cahiers de la Fon-
dation Xationale des Sciences Poli-
tiques. París, 1958. 245 págs.

Para la doctrina tradicional marxista,
la colectivización de la agricultura era
un dogma que había de desarrollarse in-
defectiblemente en todos los regímenes
comunistas. Las experiencias rusas de
1930 han hecho variar sensiblemente es-
tas ideas, y en el momento actual los es-
tados comunistas se limitan a considerar
esta colectivización como un ideal leja-
no y deseable, pero que en modo algu-
no debe ponerse en práctica de una ma-
nera radical.

Esta modificación de criterio en mate-
rial tan fundamental es el resultado de
una crítica realista de la economía que
ha sabido sobreponerse a una tendencia
política prefabricada de influencia rusa.
Los avatares de estas ideas y au realiza-
ción son estudiados objetivamente en el
libro de Bouvier, encuadrado en la Sec-
ción de Europa del Este, del Centro de
Estudios de Relaciones Internacionales
d.i la Fundación Nacional de Ciencias
Políticas.

El autor pasa revista a la política de
colectivización seguida en Rusia y, a su
ejemplo, en China y en las llamadas de-
mocracias populares: Polonia, Checoes-
lovaquia, Alemania del Este, Hungría,
Bulgaria, Rumania y Yugoeslavia. En
Rusia fue impuesta coactivamente una
colectivización total en 1930, que se com-
plementa por una red de Ceñiros de ma-
quinaria que abastece una potente in-
dustria, y permitiéndose, por otra parte,
a los campesinos, una cierta propiedad
privada, en pequeña escala, con cuyo
producto complementan sus ir.gresos pu-
ramente laborales. No obstante, debido
a la radicalidad y rapidez del proceso,
así como a la falta de experiencia, y muy
especialmente a la desigualdad del pro-
grama de inversiones de la renta nacio-
nal, siempre inclinado a favor de la in-
dustria, los resultados, tanto en el as-
pecto social como en el económico dejan
bastante que desear.

Bulgaria ha seguido de cerón el ejem-
plo ruso, y China ha emprendido igual-
mente el camino de una radical colecti-
vización, aunque con métodos tan dife-

rentes que parecen augurar un completo-
éxito.

El resto de las democracias popularen
inició también este sistema, pero a la
luz de las experiencias y de los fraca-
sos, ha frenado bruscamente esta tenden-
cia, dejando la colectivización al libre-
albedrío de los campesinos, con lo cual,
de ordinario, apenas si el 20 por 100 de-
las empresas agrícolas han sido colecti-
vizadas. En general se persigue una per-
fección intensiva del sistema mejor que
una extensión peligrosa.

El enorme interés del libro de M. BOL-
VIEII radica no sólo en el ponderado aná-
lisis de los hechos, sino en la informa-
ción que facilita sobre datos doctrinales,,
políticos y administrativos, que en la
Europa del Oeste, no obstante la tras-
cendencia del tema, son escasamente co-
nocidos.

ALEJANDRO NIETO

CHAPMAN, Brian: Los prefectos y la
Francia provincial. Traducción es-
pañola de Amparo Lorenzo-Veláz-
quez y Eduardo García de Enterría.
Estudio preliminar sobre Prefectos
y Gobernadores civiles. El proble-
ma de la Administración periférica
en España, por Eduardo GARCÍA DE-
ENTERRÍA. instituto de Estudios Po-
líticos. Madrid, 1959. 338 págs. Co-
lección «Estudios de Administra-
ción», núm. XX.

Muy escasos serán los temas de la Ad-
ministración francesa cuyo estudio no
ofrezca interés utilitario y práctico para
la Administración española. El parale-
lismo existente entre las Administracio-
nes públicas de ambos países determina
el que ello sea así. Sin embargo, la uti-
lidad del estudio de las instituciones
administrativas paralelas de ambos paí-
ses, no es siempre la misma por cuanto
la semejanza entre ambas Administra-
ciones no se mantiene por igual en to-
das las figuras ni en todos los temas
posibles de una y otra. Por ello el estu-
dio del tema de los prefectos en Fran-
cia, es del mayor interés para quien se
preocupe por los problemas de la Ad-
ministración española, ya que en pocas
figuras paralelas de uno y otro país la'
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semejanza será superior a la existente
entre nuestros gobernadores civiles y los
prefectos franceses. Y esta afirmación
adquiere mayor relieve sobre todo cuan-
do es por la lectura del libro de CHAP-
MAN cuando los españoles podemos re-
afirmarnos—como pone de relieve GAR-
CÍA DE ENTERRÍA en el prólogo—en la di-
ferencia sobrevenida entre nuestros go-
bernadores civiles y los prefectos fran-
ceses. De esta manera para los españoles,
la utilidad del libro de CHAPMAN no
consiste sólo en evidenciar lo que hay de
semejante entre ambos oficios públicos,
sino muy especialmente en cuanto nos
lleva a pensar en las divergencias sobre-
venidas entre ambas figuras y en las
causas que entre nosotros las hayan pro-
ducido.

El libro del inglés Brian CHAPMAN está
escrito con un método que probable-
mente no hubiera sido el mi:mo si el
libro se debiera a l;i pluma de un juris-
ta francés, italiano o'español sobre idén-
tico tema. I.o que queda dicho no es,
en esta ocasión, una crítica ya que el
método utilizado obliga a consignar apre-
ciaciones interesantes y anecdóticas de
los prefectos, que hubieran quedado, en
gran parte, inéditas con un método más
puro y jurídico, corno probablemente
hubiera sido el empleado por un fran-
cés, un italiano o un español. Creo que
esta faceta potencia, en buena medida,
la utilidad de la traducción española
de un libro sobre los prefectos fran-
ceses, escrito por un inglés. Y ello es
de extraordinaria importancia en un te-
ma como el de los prefectos y el de los
gobernadores civiles, por cuanto lo que
son, en la realidad de la vida francesa
los prefectos y en la realidad de la vida
española los gobernadores, sólo puede
captarse al margen del estudio dogmático
o exegético de los textos legales sobre la
materia. Sólo impurificando el método
estrictamente dogmático con considera-
ciones históricas, sociológicas, incluso a
veces anecdóticas, puede llegarse a cap-
tar el auténtico papel, a veces puramente
catalizador y por tanto impalpable, que
en la realidad de la vida desempeñan
los prefectos. La única critica que en
lo metodológico podria oponérsele a este
libro sea quizás no la impurificación
del método jurídico, sino la ausencia

de relieve de dicho método en la materia
tratada.

El capítulo primero se dedica a la his-
toria del cuerpo prefectoral comenzan-
do por unas breves consideraciones so-
bre la situación de los Intendentes en el
«ancien regime» y sobre los aconteci-
mientos de la Revolución, para pasar a
continuación al sugestivo aspecto de los
prefectos napoleónicos (1800-1815) tiem-
po en el que, junto a la figura del pre-
fecto, actúan en el departamento el Con-
sejo General y el Consejo de prefectura.
Destaca en esta fase el criterio de Na-
poleón para el nombramiento de lo»
prefectos, prefiriendo hombres jóve-
nes (setenta y nueve de los nombrados no
pasaban de los cuarenta años) y ade-
cuando las características del prefecto
a las del departamento, así como el
examen de la labor realizada en esta
época por los prefectos. El hondo signi-
ficado administrativo que el prefecto tuvo
en la época napoleónica, se perdió en
buena parte en la época de Luis XVIII,
Carlos X, Luis Felipe, de la segunda Re-
pública, de Napoleón 111 y ello influyó
en la tercera República. Durante ésta
fo examina la específica atención de los
prefectos a los problemas locales en la
primera guerra mundial, asi como la
etapa del cuerpo bajo la titularidad de
CleniRiiceau en Ja Cartera del Interior.
El capítulo se cierra con el examen
de lu época del Gobierno de Vichy y
de la Liberación.

En i*l capitulo II se traza un esquema
muy elemental de la totalidad de la Ad-
ministración francesa (teoría de la Ad-
ministración, los Ministerios, la posición
del prefecto, las autoridades locales, los
funcionarios, la administración prefec-
toral) para ayudar a la compresión del
encaje de la figura del prefecto en la
maquinaria administrativa francesa. Por
lo que se refiere concretamente a la
Administración prefectoral se concreta
que Francia está dividida en noventa
departamentos, Argelia en tres y que los
departamentos de ultramar, son cuatro
(Martinica, Guayana, Reunión y Guada-
lupe). El Departamento tiene tres sub-
divisiones, el Municipio, el Cantón y el
arrondissement al frente del cual existe
un subprefecto. Al frente del Departa-
mento se encuentra el prefecto ayudado
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y el otro el jefe del gabinete que viene
por dos miembros del cuerpo prefectoral
uno el secretario general de la prefectura
a ser una especie de ayudante personal.

La carrera prefectoral se desarrolla a
través de ios grados de jefe de gabinete
y de subprefecto y a ambas figuras se de-
dican los capítulos III y IV de la obra,
mereciéndose destacar en estos capítulos
el estudio de la selección de los jefes
ríe gabinete en donde se pone de relieve
la progresiva evolución favorable a la
ausencia de carácter político en la de-
signación de dichos oficios.

La figura del prefecto se aborda en
el último de los capítulos en el que tras
el número, el estatuto legal y el nom-
bramiento de los prefectos, se estudian
los que se denominan poderes del pre-
fecto a través de una clarificación de
los mismos que el propio CIIAPMAN cali-
fica de incómoda y artificial y que es la
siguiente: a) administrador general.
6̂  jefe ejecutivo del departamento y
c) poderes personales que a su vez se
subdividen en poderes de policía, pode- '
res concernientes a la Administración de
justicia, poderes de tutela y poderes so-
ciales.

Atención especial merece el examen
de la cualidad de administrador general
de los prefectos franceses. Estos repre-
sentan en el departamento al Estado,
pero por una serie de circunstancias los
funcionarios especiales de cada Minis-
terio en el departamento tendieron cada
vez más a prescindir de los prefectos
en sus relaciones con los respectivos Mi-
nisterios. El fenómeno se acrecentó con
motivo de la guerra debido a que los
prefectos estaban muy dedicados a los
específicos problemas que de aquélla
surgían. En 1949 el Ministerio del In-
terior devuelve a los prefectos algunas
atribuciones que había recobrado de
ellos e insta a los demás Ministerios a
que desconcentren actividades en el pre-
fecto y no en sus funcionarios específi-
cos delegados en los departamentos. Los
Decretos de 1953 obligaron al Gobierno
a reiterar los viejos principios de la Ad-
ministración francesa según los cuales el
prefecto no es sólo un delegado del
Gobierno sino también de todos sus mi-
nistros. Con todo no parece haberse re-
tornado a la situación anterior a 1939 y

una causa importante de ello parece
radicar en la superación del área de-
partamental para el planeamiento y ges-
tión de muchos servicios técnicos. La
lectura del libro de CHAPMAN pone de
relieve en este punto la interesante po-
lémica que se debate en Francia en tor-
no al problema.

El carácter de jefe ejecutivo del de-
partamento que se atribuye a los pre-
fectos, tiene para nosotros el interés de
comprobar cómo el presidente del Con-
sejo General del departamento, no ha
podido deshancar al prefecto en su fun-
ción ejecutiva no obstante venirle atri-
buida dicha función ejecutiva a los refe-
ridos presidentes, por preceptos consti-
tucionales. Digo que es fenómeno de
interés para los españoles, por cuanto
entre nosotros se ha dado el caso con-
trario al convertirse el presidente de la
Diputación en la auténtica autoridad
ejecutiva de la provincia incluso con ca-
racteres que insinúan el cargo de gerente.

El libro termina con tres apéndices;
uno que contiene la relación de los ser-
vicios administrativos del Estado situa-
dos en cada departamento, otro en el
que se consignan los distritos regionales
por Ministerios y un tercero, muy resu-
mido, obra de los traductores referido
a las reformas del cuerpo prefectoral pro-
ducidas en 1959.

Mas al recensionar la traducción es-
pañola del libro de CHAP.VTAX no debe-
mos omitir dos elogios. Uno a la correc-
ta traducción de la obra, debida a Am-
paro LORENZO-VELÁZQUEZ y a Eduardo
GARCÍA DE E.NTKHRÍA que en esta obra
conjunta se sitúan en la propia línea de
colaboración realizada por el matrimonio
CHAPMAN en la obra por ellos traducida.
La labor de la traducción ha ido a veces
acompañada de unas sucintas notas, di-
rigidas exclusivamente a actualizar algu-
nas citas de preceptos constitucionales
con los hoy en vigor de la Constitución
de 1958 y también a referencias a la re-
forma del cuerpo prefectoral producida
en 1959. El otro elogio que no debemos
ocultar es el que merece el espléndido y
sugestivo estudio preliminar debido a
Eduardo GARCÍA BE ENTERRÍA.

Parte GARCÍA DE ENTERRÍA, de que los
caracteres de los gobernadores civiles
han ido separándose, paulatinamente, de
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los propios de los prefectos como conse-
cuencia del diferente ambiente en que
han vivido las respectivas Administra-
ciones públicas de Francia y España.
¡Vuestros gobernadores civiles no cons-
tituyen entre nosotros una clase directi-
va en el sentido de la «Administrativo
Class» de la Administración inglesa o
de los prefectos en Francia. El que
ello sea así se debe al carácter preva-
lcntemcntc político de nuestros Goberna-
dores civiles que ha heoho reducir en
ellos su carácter administrativo que en
un origen tuvieron. La pérdida de este
carácter administrativo se ha visto con-
firmada con la creación de autoridades
específicas delegadas de cada Ministe-
rio en la provincia, al margen del mis-
mo gobernador civil. Con relación a di-
chos funcionarios específicos delegados
de los distintos Ministerios, nuestros go-
bernadores no pueden tener la misma
supremacía administrativa de los prefec-
tos de Francia, entre otras razones por-
que nuestros gobernadores civiles no
tienen a su servicio la estructura buro-
crática suficiente para ello. Por lo que
respecta a la provincia, a diferencia de
lo ocurrido en Francia con el presidente
del Consejo General, los presidentes de
Diputación se han convertido en autén-
ticas autoridades ejecutivas de la pro-
vincia, mientras que los gobernadores
han asumido la faceta política <\e la Je-
fatura provincial del Movimiento, lo
que robustece su significación casi ex-
clusivamente política.

En su estudio GARCÍA DK EKTERKÍA dis-
crepa de las recientes medidas implan-
tadas entre nosotros para fortalecer el
carácter administrativo de los goberna-
dores y que han sido la estatización de
la Comisión provincial de Servicios Téc-
nicos y el Decreto de 10 de octubre de
1958. Frente a esta reciente tendencia
robustecedora del carácter administrativo
de los gobernadores civiles, GARCÍA I>E
ENTERRÍA se pronuncia en sentido favora-
ble hacia una preeminencia de la pro-
vincia desarrollada en gran parte sobre
la intensificación de la gestión de acti-
vidades y sen-icios cuya titularidad co-
rresponde al Estado, al amparo del últi-
mo apartado del artículo 243 de la I.cy
de Régimen local. De esta manera se
llegaría a unas poderosas Diputaciones

provinciales mediante el ejercicio de una
actividad delegada de gestión", cuya titu-
laridad radicaría en el Estado que por
ello habría de controlar el rendimiento
du aquella actividad. La segunda técnica
que GARCÍA DK ENTEHRÍA defiende para
nuestra Administración periférica es la
fórmula de la regionalización económica
que entre nosotros cuenta con el prece-
dente inmediato, aunque frustrado en
gran parte, de las Confederaciones Hidro-
gráficas, que reúne junto a todas las ven-
tajas de lo local la de responder a la
imperiosa necesidad de la superación
de las áreas municipales y provinciales,
para ol planeamiento y gestión de cier-
ta» actividades administrativas económi-
cas.

Bastará leer la apretada síntesis que
anteriormente queda expuesta del tra-
bajo de GARCÍA DE ENTERRÍA, para com-
prender que nos encontramos ante una
meditación de singular relieve para la
estructura de toda nuestra Administra-
ción pública y muy especialmente de la
local. Siendo este estudio de GARCÍA />E
FNTERHÍA no será necesario decir que
está escrito con la brillantez, profundi-
dad y originalidad a la que su autor
nos tiene acostumbrados. No es necesa-
rio presumir de profeta para vaticinar
<(ue este Estudio preliminar por las
ideas que en él se contienen, por el
estilo con que está escrito y por las
realidades sobre las que se basa habrá
de dar mucho juego en el futuro de la
Administración española.

M. F. CLAVERO AREVALO

GARKKAU, Roger: Lr local (jovern-
mnnt en Grandc-liretagnc. París.
1059. Bibliotheque de Droit public.
Tomo XX. Líbrame Genérale de
Droit ot Jurisprudence. 21i> págs.

La administración local inglesa es poco
conocida en su conjunto fuera del ám-
bito del derecho anglo-sajón.

En Francia, concretamente, según se
hace observar en el prólogo de este libro,
no se había publicado a este respecto
obra alguna desde la traducción en 1902
del libro de JKNKS, pese a la considerable
importancia que para el conocimiento
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de la administración inglesa en su con-
junto tienen las actividades del escalón
local. Para algunos autores como Jean
RIVERO y Sindney WEBB lo esencial de
la actividad administrativa británica está
precisamente en la esfera de que se ocu-
pa el presente libro.

La obra que examinamos tiene el in-
dudable mérito de haber captado y sis-
tematizado, en lo posible, el complejo
administrativo local inglés. Lo que re-
sulta realmente interesante para el lector
cuya formación mental y enjundia cul-
tural tiene análogas raices a las del tra-
tadista, porque dada la radical divergen-
cia de principios y sistemas continenta-
les y británicos, no siempre resulta fá-
cil para el no especialista abordar di-
rectamente el problema a partir de tex-
tos originales.

La primera parte del libro está dedi-
cada al análisis de la evolución británi-
ca que en el estudio que nos ocupa tiene
una trascendencia singular por ser el
sistema insular el resultado de progresi-
vos avances y modificaciones parciales
que dejan subsistentes gran parte de las
anteriores características y es causa de
la actual complejidad de estructuras y
funciones. Se resalta la ausencia de una
definida separación de fronteras entre
la administración local y la central, y co-
mo el criterio de la eficacia y de las
necesidades técnicas son los únicos que
imperan, al margen totalmente de los
factore • políticos, en la correspondiente
distribución de atribuciones.

El capítulo segundo expone las fuentes
del derecho aplicables a las autoridades
locales, fuentes constitucionales, jurispru-
denciales e internas. El capítulo tercero
se ocupa de la estructura del «local go-
vernmeril»: condados y ciudades conda-
dos, ciudades, distritos urbanos, distritos
rurales y parroquias. La existencia de
agrupaciones de autoridades y de colec-
tividades superpuestas a las anteriores
complica notablemente la sistematización
del esquema. El funcionamiento interno
de los distintos organismos, basado en
la comisión, a la que tienen acceso per-
sonas ajenas a la corporación, la ausen-
ciu de poder de autoridad en el alcalde
y de una organizada jerarquía tanto en el
seno del organismo como en sus rela-
ciones con el poder central, son rasgos

peculiares de la administración local in-
glesa. Se estudian a continuación los dis-
tintos servicios encomendados con que
cuenta para atenderlos.

El capítulo sexto estudia las relacio-
nes entre las autoridades locales, el Es-
tado y las comunidades locales. El con-
trol del Estado no tiene en absoluto
carácter de tutela y se ejerce la más
de las veces por medios indirectos, sien-
do el más importante el de tipo finan-
ciero que realizan a posteriori ciertos
funcionarios estatales sobre las cuentas
de las corporaciones. Pero no solamente
el poder central influye sobre las au-
toridades locales. Estas a su vez, por me-
dio de diferentes asociaciones, orientan
en cierta manera la acción del gobierno
en cuanto a la legislación que debe
afectarlas.

El sistema electoral local inglés es te-
nido como una escuela de democracia y
como tal introducido a modo de apren-
dizaje político en los países colonizados,
en los que ha arraigado notablemente.
Sin embargo, en la actualidad se nota un
movimiento de apatía en el electorado
que preocupa a los defensores del sis-
tema.

Por último se trata de los regímenes
especiales; villas nuevas, Escocia, Irlan-
da del Norte, Londres y de los nuevos
proyectos de reforma el último de los
cuales prevé el estudio por dos comi-
siones de la modificación de límites y
de calificación de las agrupaciones ur-
banas según sus habitantes, dedicando
capital interés al problema de las con-
urbalions y su excesivo número de au-
toridades.

RAMÓN MARTIN MATEO

GONZÁLEZ BERENGLEK, José Luis: El
industrialismo de las Corporaciones
locales. Prólogo de GARRIDO FALLA.
Madrid, .1930. Págs. 170.

No hace mucho tiempo, al prologar
otro libro de José Luis GONZÁLEZ BE-
KKNCUER—«La actividad de policía en la
esfera municipal»—, destacaba el impor-
tante giro de la doctrina española al es-
tudiar el Derecho administrativo, y se-
ñalaba corno un exponente del mismo
la obra de GONZÁLEZ BERENGUER, en la
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que se enfrentaba con una de las par-
celas de nuestro Ordenamiento jurídi-
co : la regulación de la policía municipal
en el Reglamento de servicios de las Cor-
poraciones locales.

Hoy nos ofrece otro logrado trabajo,
sobre otra de las partes de aquel Re-
glamento : la referente a los servicios mu-
nicipales. En la misma línea del más
depurado rigor metodológico, GONZÁLEZ
BERENGUER ha sabido lograr una expo-
sición sistemática de aquellos preceptos
a la luz de la jurisprudencia. De aquí,
como entonces dije, la utilidad de la
obra. No por no ser doctrinal, sino pre-
cisamente por serlo, en el verdadero
sentido de la expresión.

GONZÁLEZ BERENGUER ha sabido con-
figurar correctamente instituciones, como
la municipalización y la provineializa-
ción de los servicios, acerca de las cua-
les ha existido no poca confusión entre
los autores. Aunque sólo fuera por esto,
su nuevo libro ya sería merecedor de
los mayores elogios. Pero, además, es que
el mismo supone una visión completa
y certera de una de las más importantes
parcelas de nuestro Derecho administra-
tivo local.

Nada más expresivo que las siguien-
tes palabras del prólogo de GARRIDO FA-
LLA para comprender el significado del
libro que damos noticia: «Sorprende—di-
ce—descubrir la facilidad literaria con
que el autor transforma en ideas las
experiencias diariamente adquiridas en.
el ejercicio de la función secretarial;
pues este libro representa la culmina-
ción de una ya larga serie de publica-
ciones. Esto demuestra, una vez más, la
importancia que la preparación teórica
tiene para el desempeño de las funcio-
nes administrativas prácticas y cabalmen-
te debemGs de felicitarnos de que este
libro sea una armoniosa síntesis de la
experiencia y preparación que en el au-
tor se ensamblan.»

J. G. P.

INSTITUTO DE ESTUDIOS DE ARMINISTRA-
CIÓN LOCAL: Planes de Urbanización
de Ciudades Española (II. Ciclo de

Conferencias). Madrid, 1960. 126 pá-
ginas; 2 planos.

El Instituto de Estudios de Adminis-
tración Local ha editado las conferencias
pronunciadas en el Segundo ciclo sobre
Planes de Urbanización de Ciudades Es-
pañolas (el primero tuvo lugar en 1946).
Los alcaldes de Valencia, Cuenca, Cádiz,
Córdoba y Granada—la conferencia de
este último limitada a una reseña pe-
riodística de la misma—y un concejal
del Ayuntamiento madrileño, examinaron
aspectos diferentes de los problemas que
la urbanización de estas ciudades, tan
distintas entre sí, suscitan en estos mo-
mentos. En Valencia las dificultades más
arduas nacen de los servicios de alcan-
tarillado y transportes urbanos, y de la
ordenación interior de una ciudad as-
fixiada por el ferrocarril y sometida a los
rigores a veces calamitosos del Turia.
En Cuenca, en cambio, la actividad mu-
nicipal parece orientada en general al res-
peto y conservación de las caracterís-
ticas monumentales y paisajísticas de
la ciudad, sin que existan mayores difi-
cultades ni propósitos de mayor ambi-
ción. Cádiz, repuesta ya de la catástro-
fe de 1947, tiene una tradición munici-
palizadora que está alcanzando en estas
fechas una amplitud poco común entre
nosotros, donde se ha hecho un uso
relativamente escaso de las facultades
que en este sentido concede la Ley a las
Corporaciones Locales, Viviendas, Cen-
tral lechera, farmacia, teatros, instalacio-
nes playeras, agua y electricidad, son ser-
vicios cuya gestión corre a cargo del
Municipio gaditano.

El concejal representante del Ayunta-
miento de la capital trazó una sem-
blanza histórica del urbanismo madri-
leño y_ de ios instrumentos legales con
que se cuenta en la actualidad para la
reforma interior y el ordenado creci-
miento de la villa. A pesar de su apa-
rente generosidad, toda actuación que
quiera ser realmente eficaz queda supe-
ditada a la Carta especial en estudio,
especialmente deseada en materia finan-
ciera.

Por último, el alcalde de Córdoba pasa
revista a la situación actual comparán-
dola con la de treinta y cinco años aLrás,
después de una breve y lírica inlroduc-

381



U I It L I O V R A F 1 A

ción histórica. Con una acertada admi-
nistración y el uso de diecisiete presu-
puestos extraordinarios, Córdoba ve hoy
resueltos o en vías de solución los pro-
blemas con que se enfrentaba, alguno
de ellos con caracteres de suma grave-
dad, corno los de abastecimiento de a púas
y alcantarillado.

Sería ingenuo pedir más a estas con-
ferencias de lo que nos ofrecen, es de-
cir una visión subjetiva y de conjunto
sobre cada una de las ciudades consi-
deradas. Pero su recopilación en un tomo
muy manejable y de fácil lectura resul-
ta sin duda un acierto y permite aso-
marse con todas garantías a los pro-
blemas, preocupaciones y técnicas de go-
bierno de algunas capitales representa-
tivas en la actualidad. Es de esperar
que el Instituto de Esludios de Admi-
nistración Local cumpla el propósito que
anuncia el profesor Ruiz DEL CASTILLO
en su Prefacio al volumen que comen-
tamos—de hacer seguir a este segundo
ciclo de conferencias, otros nuevos, a me-
nores intervalos de tiempo del que se-
paró a éste de su predecesor.

M. P. O.

JIKÓN VARGAS, Knrique: MKRY BRAVO,
Sergio, y SAKIC PAREDES, Alejandro:
La contencioso-administrativo. Edi-
torial Jurídica de Chile. 1959. 247
páginas.

El art. 87 de la Constitución de Chile
dispone: «Habrá tribunales administrati-
vos formados con miembros permanen-
tes, para resolver las reclamaciones que
se interpongan contra los actos o dispo-
siciones arbitrarias de las autoridades
políticas o administrativas, y cuyo cono-
cimiento no esté entregado a otros tri-
bunales por la Constitución o las leyes.
Su organización y atribuciones son ma-
teria de ley.»

Sin embargo, pese a este claro y con-
cluycnte precepto, lo cierto es que no
se ha dictado en Chile la ley que orga-
nice una jurisdicción administrativa.
Existen, sí, para determinadas materias
administrativas, órganos jurisdiccionales
o seudojurisdiccionales; pero falta una
jurisdicción administrativa común. Ante

esta situación, se ha llegado a decir que
«provoca en muchos casos la indefensión
de los particulares que no pueden recu-
rrir ante los tribunales ordinarios que
carecen en general de competencia para
conocer de la mayor parte de los actos
de autoridad en que el poder adminis-
trativo actúa en el ejercicio de atribu-
ciones privativas y excluyentes» (1).

Esto explica el extraordinario interés
que para la doctrina chilena ofrece el
estudio de los problemas procesales ad-
ministrativos. De aquí el acierto de la
tesis de que hoy damos noticia, realizada
en el Seminario de Derecho público de
la Facultad de Ciencias Jurídicas y So-
ciales de la Universidad de Chile, bajo
la dirección de Enrique CIMMA, maestro
indiscutible del Derecho administrativo
chileno, que une a su formación univer-
sitaria la experiencia de muchos años al
servicio de la Contraloría General de la
República.

SILVA CIMMA, consciente de la enorme
transcendencia de la implantación de una
jurisdicción administrativa, ha encauzado
los trabajos del Seminario hacia tema
tan sugestivo, culminando en una obra
plenamente lograda.

Dada la situación de la legislación chi-
lena, el trabajo forzosamente tenía que
comenzar por un planteamiento general
de los problemas del «contencioso-admi-
nistrativo», ofreciendo una información
muy completa del panorama del Derecho
comparado, que los autores demuestran
conocer, para terminar con un completo
estudio de las posibilidades de una regu-
lación de la jurisdicción administrativa
chilena.

Con un depurado manejo de elementa-
les nociones procesales (lo que todavía
no es muy frecuente entre los tratadis-
tas del contcncioso-administrativo) y de-
mostrando conocer perfectamente la doc-
trina administrativa tradicional, JIRÓN,
MKRY y SARIC, llegan a soluciones en
líneas generales aceptables, que creemos
no dejarán de ser tenidas en cuenta en
el momento que se decida dar cumpli-
miento al art. 87 de la Constitución.

Termina la obra con un apéndice so-
bre un proyecto de ley presentado al

(1) Sir.vA CIMMA: Derecho administra-
tivo (apuntes de curso), 1953, tomo IV,

página 420.
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Congreso por el que se crean los tribuna-
les administrativos, al que se señalan una
serie <lc objecciones, que parecen fun-
dadas.

J. G. P.

KwiaiiLL, John E.: ParUamentary Su-
pervisión of Delegated Legisla!ion.
Stevcns and Sons. Londres, 1960.
178 págs.

El problema del control de la legis-
lación delegada sigue contando cutre los
principales de la esfera político-adminis-
trativa. Admitida ya como condición ne-
cesaria de buen gobierno la necesidad
de conceder potestades legislativas al
ejecutivo, incluso en países tradicional-
mente tan reacios a ello como la Gran
Bretaña, es evidente que tal concesión
ha de someterse a una supervisión cui-
dadosa que asegure el correcto uso por
la Administración de una función que no
es típicamente suya, desde la perspecti-
va, sin embargo, del bien común y de la
garantía del administrado más que desde
la del respeto a la división de poderes,
que, en definitiva, nunca dejó de ser
una teoría sin demasiado reflejo en la
práctica.

Es bien sabido que la vigilancia de la
legitimidad de la legislación delegada
puede efectuarse bien mediante un con-
trol parlamentario—no siempre anterior
a la promulgación de la norma—que es
el sistema británico que estudia KERSELL
a través de sus aplicaciones en Gran
Bretaña, Australia, Nueva Zelanda y
Canadá, bien judicialmente, en cuyo caso
puede hacerse antes—como en los Esta-
dos Unidos a través del examen de su
constitucion<didad—o después, como es
corriente en los países de influencia fran-
cesa. En «1 caso británico, si bien la
cámara <ie los Lores tiene funciones ju-
diciales, no es en aplicación de estas
funciones por lo que puede revisar la
legislación ejecutiva, sino como cámara
superior del Parlamento, teniendo igual-
mente potestades revisoras la Cámara
de los Comunes. El sistema de revisión
ofrece notables diferencias de forma en
los países que se estudian en la pre-
sente obra, pero responde en todos ellos
a una concepción sustaneialmente idén-

tica, que permite un tratamiento de con-
junto.

Lógicamente, el sistema de supervisión
parlamentaria parece el más aceptable
y el de mayor garantía, aunque sólo fue-
se por el sencillo razonamiento de que
el uso que los órganos delegados hacen
de sus atribuciones nadie mejor que el
órgano delegante puede juzgarlo. La re-
misión a la tercera esfera de poder, la
judicial, es un contrasentido, salvo que se
acepte su posición de superioridad so-
bre las otras dos funciones, como se ha
mantenido en el caso de los Estados
Unidos. Ahora bien, en la práctica el
sistema, tal como se encuentra estable-
cido en Gran Bretaña y en los países
de la Cornmonwealth, ofrece de hecho
unas garantías mucho menores. Por vía
de ejemplo, la mitad de las normas pro-
mulgadas por el ejecutivo en uso de
facultades delegadas en ^Gran Bretaña,
no son puestas en conocimiento del Par-
lamento; un 15 por 100 lo son, pero sin
que la notificación de su promulgación
tenga efecto alguno o conceda al Par-
lamento posibilidades de supervisión o
modificación; un 30 por 100 son notifi-
cadas a la vez que entran en vigor, pero
el Parlamento puede anularlas en los
cuarenta días siguientes, período de tiem-
po que no siempre es suficiente para
poder adoptar una resolución idónea; y
tan sólo un 3 por 100 requieren la apro-
bación parlamentaria para su validez. En
múltiples ocasiones, sobre todo cuando
la mayoría gobernante no era demasiado
sólida, los debates eran planteados por
la oposición no en razón de la materia,
sino como medio de hostigar y esterili-
zar la actividad gubernamental.

Sin embargo, el sistema de control
parlamentario ofrece una serie de venta-
jas no despreciables como supervisión
del conjunto del actuar parlamentario,
que el sistema judicial latino no puede
pretender. Hay que tener en cuenta que,
para la mentalidad británica «legislación
delegada» supone no sólo lo que nosotros
entendemos como tal, sino en general
toda la potestad reglamentaría de la Ad-
ministración—lo que justifica los porcen-
tajes antes mencionados—. El control par-
lamentario ofrece así las posibilidades
no sólo de fiscalizar la adecuación entre
la norma delegante y delegada, sino tam-
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bien los criterios de oportunidad y dis-
crecionalidad que los Tribunales no
siempre están en condiciones de apre-
ciar. A menudo las cláusulas generales
de habilitación contenidas ea nuestras
leyes en favor de los órganos adminis-
trativos «para dictar las normas de des-
arrollo y aplicación» de las mismas cons-
tituyen cheques en blanco que revisten
a órganos ejecutivos—a veces incluso de
jerarquía media—con auténticas faculta-
des legislativas. Por otro lado, el abu-
so en la promulgación de reglamentos,
mal general de nuestra época, conduce
a la redacción de textos superfluos, in-
útiles o ridículos—como la «Orden de
regulación de colas» (Formation of
Quintes OrderJ que el profesor CARR ci-
ta en el prólogo al libro de KERSELL y
de la que no sería difícil hallar ejemplos
casi en cada ejemplar del Boletín Ofi-
cial del Exlado—que un control parla-
mentario bien llevado puede evitar.

En conjunto, la obra reseñada es más
un instrumento de trabajo por la docu-
mentación que su carácter comparativo la
hace aportar, que un estudio definitivo
de. un tema tan transcendente. Pero para
quien desee ahondar en la materia ofrece
datos muy recientes, sobriamente ex-
puestos y comentados a lo largo de una
sistemática bien llevada, y como tal es
sumamente valiosa y elogiable.

M. P. O.

LKACH ALBKHT, Federico: Las contri-
buciones especiales en la esfera lo-
cal (Estudio jurídico y financiero de
la institución en el Derecho espa-
ñol y comparado). Ed. Ochoa. Lo-
groño, 1960. 272 págs.

Dentro del sistema fiscal español, y
dotada de una serie de singularidades
de especial interés aparece la institu-
ción de las contribuciones especiales
posiblemente una de las que permite
a través de su correcta aplicación acer-
carse más al ideal de justicia en el as-
pecto de las cargas públicas, si bien su
aplicación se encuentra condicionada, por
su misma naturaleza, a aquellos supues-
tos de actividad administrativa que da lu-
gar a la obtención de un beneficio con-

creto e individualizare en relación a
persona o personas determinadas. Aho-
ra bien, tal institución que, como pone
de relieve LKACH, ha sido trasplantada
con defectos de origen que se han hecho
más manifiestos fuera del ambiente en
que nació, precisa, para su correcta ade-
cuación a la finalidad que persigue, de
modificaciones importantes en su actual
normativa. Y, a poner de relieve tales
defectos, al mismo tiempo que a indi-
car las soluciones que se estiman más
convenientes, está dedicada esta obra.

Para ello, divide su estudio LEACH en
tres partes, la primera de las cuales
comprende una serie de consideraciones
teóricas sobre las contribuciones espe-
ciales. Su concepto, clases y fundamento
jurídico, se analizan detenidamente, man-
teniendo el autor en lo que a ello se re-
fiere, una posición que, en cierto modo,
condiciona sus posteriores asertos: la
de que cabe admitir que, en ocasiones,
las obras que dan lugar a la imposición
de contribuciones especiales, persiguen
de modo directo e inmediato la satisfac-
ción de determinadas necesidades parti-
culares, de las que, lógicamente, resulta
un mayor grado de bienestar general.
Naturalmente, tal teoría es susceptible de
discusión; admitirla implica afirmar que
en ocasiones la Administración se con-
vierte en gestor de negocios ajenos, no
ya para la satisfacción de necesidades ge-
nerales, sino para atender intereses par-
ticulares: quizá por ello, se hace difí-
cil aceptarla íntegramente, tanto por lo
que en sí supone de inserción de la ac-
tividad administrativa y justificación de
la misma acudiendo a una figura de de-
recho privado en modo alguno necesaria,
asi como de ampliación de tal actividad
haciendo inoperante en ocasiones el cri-
terio del interés general como presu-
puesto y finalidad primaria, al sustituirlo
por el de atención a un fin concreto par-
ticular que sólo de modo derivado, y
por la misma naturaleza de las cosas,
lleva a la obtención de una mejora ge-
neral cuanto por los resultados de su
aplicación concreta en lo que respecta
a la fijación de las cuotas por incremen-
to de valor de los inmuebles: si, por
una parte, el sistema establecido vistos
los resultados a que en la práctica con-
duce, no parece aconsejable y por otro
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lado, se admite la posibilidad anles se-
ñalada, es indudable, para LEACM que
cuando se intenta efectuar una obra que
reporta de modo inmediato y directo
beneficio para los particulares, deben
ser ellos mismos quienes, debidamente
agrupados, decidan acerca de la con-
veniencia de la misma y de los benefi-
cios que para ellos supone. Verdade-
ramente y sin perjuicio de que en la
práctica pudiera resultar un sistema ade-
cuado, teóricamente al menos, cabe opo-
ner, a nuestro modo de ver, serias ob-
jeciones al mismo, objeciones, algunas
de ellas, tenidas en cuenta por el ¡nitor
de la obra que comentamos.

Pero cualquiera que sea el criterio que
se mantenga, subsiste el interés del tra-
bajo de LEACII, tanto en esta parte cuan-
to en las dos que lo completan. En la
primera de ellas se estudia el problema
concreto de las contribuciones especia-
les en la Administración local española
y de modo esencial, la dualidad de con-
tribuciones establecida en el artículo 451
de la Ley de Régimen Local: La dis-
tinción entre lo que puede considerarse
aumento de valor y lo que es benefi-
cio especial, la dificultad de deslinde
de ambos conceptos, la frecuencia con
que, por ello, se da lugar a doble im-
posición y, en suma, la imposibilidad
de entender aumento de valor y bene-
ficio especial como términos radicalmen-
te separados, la lleva a mantener la im-
procedencia de tal diversificación fun-
dada en una interpretación errónea di:
dichos términos que, en las «special
assessments» americanas inspiradoras de
nuestra normativa, no son más que dos
modos de repartir los costos de las obras
y que han pasado en España a conver-
tirse en dos contribuciones distintas y
superpuestas. Pero ello no excluye la
necesidad de analizar su naturaleza y
características y tal hace LF.ACH, quien
se ocupa de las instalaciones o servicios
que puedan dar lugar a la imposición
de contribuciones especiales, la financia-
ción de servicios públicos a través de las
mismas, tanto en su instalación como en
olí mantenimiento, la determinación del
sujeto pasivo de las contribuciones y
cuantos problemas se plantean en la
vía de recursos contra los actos adminis-

trativos dictados como consecuencia de
tales contribuciones.

La obra se completa con una última
parte en la que aparece recogida la
normativa vigente, en relación con las
contribuciones especiales, en diversos
países europeos y en Estados Unidos.

MIGUEL TEJERINA PEDRÜELÜ

M. BI.AKK, Xelson: Water for the ci-
ítes. Syracuse Univcrsity Press
(Maxwell School Series). Siracusa,
195t¡. 310 págs.

El problema del abastecimiento de
aguas a las grandes ciudades, tan com-
plejo de por sí, cobra dificultades tTiá-
xirnas y peculiares cuando se trata «le
comunidades urbanas en trance acele-
rado de crecimiento. El boom que en
este sentido representan buen número
de las actuales metrópolis estadouniden-
ses oirece un espe'ctáculo inigualable e
increíble para el préstamo. En nuestros
días, el caso de los Angeles, que posi-
blemente bate todas las marcas de verti-
ginosidad en su expansión, exige, con las
cada vez mayores posibilidades de la
técnica moderna, la consideración de so-
luciones auténticamente fabulosas, como
la captación de corrientes de aguas a mil
kilómetros de distancia, o la desaliniza-
ción del mar, como únicas posibilidades
de subsistencia.

La obra que reseñamos está referida,
sin embargo, a un período temporal com-
prendido entre los años de 1790 y 1860,
y especialmente se constriñe a los casos
concretos de Filadelfia, Nueva York, Bal-
timore y Boston. En 1790, Filadelfia era
la más importante de estas villas, con
42.000 habitantes frente a los 33.000 de
Nueva York y los 18.000 de Boston, pero
a pesar de sus escasas proporciones, no
contaban con un sistema de abastecimien-
to de aguas adecuado a sus necesidades.
Los resultados no fueron sino los que
cabía esperar: en 1776 la cuarta parle
de Nueva York fue pasto del fuego; en
1793, la fiebre amarilla causó cuatro mil
muertos en Filadelfia, y su reaparición
cinco años más tarde añadió a esta cifra
la de 3.500 en la misma ciudad, y otros
2.000 en Nueva York. Una de las causas
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de estos estragos era la carencia total
(le un alcantarillado efectivo. Todavía
en 1832 el !\ew York Evcning Posl de-
cía que la ciudad era «un establo de Au-
gias que dudosamente podrá limpiarse de
otra forma que como el primero, hacien-
do pasar un río por él».

Junto al dato estadístico que la pers-
pectiva histórica tifie de anécdota, _\el-
son BLAKE pone un especial cuidado en
el aspecto jurídico-económico, y en el
no menos fundamental factor humano,
destacando debidamente la eterna lucha
entre los «visionarios» creadores de pro-
yectos «absurdos» y los positivistas y
eternamente satisfechos con el estado
de las cosas. Con. diferencias parciales,
pero en conjunto con una evidente uni-
formidad, Filadelfia, Boston, Nueva York
y Baltimore, fueron resolviendo un pro-
blema que su propio e incesante des-
arrollo convertía en hidra de cien cabe-
zas. La obra de BI.AKE, escrita con bue-
na documentación y un estilo de lectu-
ra sumamente agradable, se detiene, co-
mo hemos dicho, en 1860, si bien la
evolución posterior queda brevemente
—tal vez demasiado—resumida en el
último capítulo bajo el expresivo lema
de «A la busca de nuevas fuentes». La
lectura de las medidas restrictivas que
hubieran de aplicarse en Nueva York
en 1949—entre otras, prohibiéndose el
lavado de automóviles e instituyéndose
los «Jueves Secos» en los que se recomen-
daba a los caballeros que no se afeita-
sen—suenan con resonancia muy próxi-
ma en nuestros oídos.

Obra, en resumen, de historia de un
servicio público por excelencia, su inte-
rés corre parejas con su amenidad. Al-
gunos grabados contemporáneos termi-
nan de dar el sabor de época correspon-
diente que se desprende ya de la lectura
del texto.

M. P. O.

MAASS, Arthur, editor: Área and po-
wer. Glencoe, Illinois. The Tree
Press. 1959. 221 págs.

La obra se compone de un conjunto
de trabajos realizados por varios pro-
fesores y especialistas pertenecientes a
prestigiosas instituciones y universidades

norteamericanas, sobre lenins relaciona-
dos con administración local y división
de poderes.

1.a aportación de Arthur MAASS titulada
División de poderes: un análisis de áreas,
estudia las diversas formas de división
del poder de gobierno, contraponiendo
la división de poderes central, «capital
división of powes» y la espacial «areal
división of powers».

Unas y otras fueron realizadas en
términos de proceso, función o cons-
titución y a su vez pueden ser com-
partidas o exclusivas de los respectivos
ámbitos local y central. Para la compren-
sión de estas cuestiones publica un in-
genioso organigrama que, como es lógico,
dada la complejidad de Ja materia no tie-
ne más que un valor relativo y orienta-
dor. Analiza las causas de tipo histórico
por las que los tratadistas han dado nía-
>or preferencia al análisis de la división
central de poderes. Como poderes en-
tiendo los de gobierno cuya relación
estudia también con las extraguberna-
mentales que funcionan en toda comu-
nidad. Para este autor los criterios bá-
sicos de toda división de poderes son
aquellos valores que la sociedad en un
momento histórico determinado quiere
realizar. Para nuestro tiempo señala co-
mo tales, y en esto es seguido por los
otros colaboradores de la obra, libertad,
igualdad y bienestar.

El siguiente estudio Algunos criterios
para una propia división de poderes gu-
bernamentales por áreas, de Paul Y.
CBISAKER, es quizá el más interesante
de los englobados en el simposium que
nos ocupa. Tales criterios son: a) que la
asignación de poderes abarque el total
de las funciones gubernamentales; 2) el
óptimo número de niveles de gobierno
parece ser el de tres; 3) las unidades
o áreas componentes deberían tener su-
ficiente diversidad de intereses entre sus
miembros para asegurar la controversia
y debate; 4) los componentes no debe-
rían ser representados como tales en las
legislaturas de más alto nivel; 5) las
relaciones intergubernamentales, deberán
ser de cooperación, existiendo un pro-
ceso para resolver litigios. El autor pone
en entredicho el futuro de los actuales
estados americanos en favor de las gran-

des urbes que existen en su seno y que
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califica tle metro government. Plantea
asimismo la cuestión de sí las actuales
circunstancias no impondrán una concen-
tración de poder en pro de la realización
de un cuarto valor comunitario, la se-
guridad.

División de poderes en áreas metro-
politanas, de Roberto C. WOOD, expone la
situación de las actuales urbes norte-
americanas en las que al parecer se han
impuesto criterios instrumentales de efi-
ciencia con grave perjuicio de los valores
puramente políticos.- Enjuicia sombría-
mente los resultados obtenidos por la
dispersión de poderes funcionales que
se da en un sentido y la concentración
paralela en otro "Con fines exclusivamen-
te administrativos lo que ha supuesto
en muchos casos la pérdida del sentido
comunitario y la ausencia de controles
efectivos en el ejecutivo.

Los estados como componentes en una
división de poderes por áreas, ,es el tí->
lulo del siguiente capítulo debido a
York WILLBBEN. Pone de manifiesto el
declive relativo de los estados america-
nos como consecuencia de la mayor vi-
talidad de los otros dos niveles, nacio-
nal y urbano. Analiza las posibles cau-

, sas entre las que cuenta artificialidad
de límites, falta de visibilidad de su po-
lítica, mayor influencia en este nivel
de grupos de presión y una mayor im-
portancia dada por los estados a libertad
que a bienestar.

J. Slefan DUPRÉ examina la situación
actual de Canadá en términos Se admi-
nistración local caracterizada por una
parte por firme federalismo y sujeción
de las ciudades a los estados. Como ex-
periencia nueva es interesante la inicia-
da en Toronto y que puede conducir al
nacimiento de ciudad federal que pre-
vén muchos autores para el futuro.

Stanley HOFIJMAN y Samuel P. HUN-
TINGTON estudian respectivamente las
aportaciones realizadas en estas mate-
rias por los escritores franceses desde
BODIN a HAURIOU y por los «padres» de
la constitución americana.

Cierra el libro un curioso y profetice
trabajo debido a H. G. WELLS en el que
ponía de manifiesto a los socialistas fa-
bianos que pretendían la municipaliza-
ción de servicios, lo inadecuado de las
unidades de administración local existen-

tes en aquella época en Inglaterra, abo-
gando en consecuencia de la unión en
una gran circunscripción de los espa-
cios urbanos donde el hombre medio
suele vivir y trabajar, con el fin de re-
sucitar el espíritu comunitario.

R. MARTIN MATEO

NAEBEL, Claude: Les Droit acquis des
fonctionnaires (en droit suise, en
droit allemand et en droit f raneáis!.
Nouvelle Bibliothequp de Droit et
de J.urisprudence. Lausarme, 1957
135 págs.

Si hay en nuestra patria algún con-
cepto jurídico, que pueda dar al traste
con los intentos de una reforma en 1»
función pública, es precisamente el erra-
do concepto que sobre los derechos
adquiridos de los funcionarios tienen
algunos tratadistas y la casi totalidad
de los funcionarios. La aplicación del
concepto no sólo se acostumbra a rea-
lizar con respecto al derecho al suelo
o a los derechos pasivos, sino que con la
misma frecuencia y con idéntico conven-
cimiento es frecuente la aplicación y
uso del concepto de derecho adquirido
para la defensa de esas patológicas y
cada día más frecuentes en nuestra pa-
tria, manifestaciones que, en el dere-
cho de la función pública constituyen
las compatibilidades y las tasas para fun-
cionarios. Una reforma de la función
pública, para que pueda creerse en su
seriedad, ha de suponer la inmediata
vigencia de sus soluciones sin que se
respeten los privilegios de funcionarios.
o cuerpos cualificados, empeñados en dar
apariencia de legitimidad a sus situacio-
nes Mediante el indebido manejo del
concepto de derecho adquirido. Por eso
el libro de NARBEL puede ser de gran
utilidad para los redactores del proyec-
tado Estatuto de Funcionarios por expo-
nerse en él las honestas soluciones que
en este punto ha llegado el Derecho eu-
ropeo. Sólo partiendo de una aplicación
restrictiva del concepto del derecho ad-
quirido podrá conseguirse esa aspiración
elemental de nuestra reforma administra-
tiva, en su mayor parte reforma de la fun-
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ción pública, consistente en hacer des-
aparecer las desigualdades entre los fun-
cionarios y la prevalencia y apoyo en la
función pública para la consecución de
fines personales, fenómeno degenerativo
que cada día aumenta en determinados
cuerpos del Estado.

En el primer capítulo del libro se con-
tiene, bajo el epígrafe general de «No-
ciones preliminares», aparte de algunas
consideraciones sociológicas sobre la po-
sición de los funcionarios, el concepto
de derecho adquirido. Su origen lo se-
ñala el autor en Alemania donde surge
por oposición en la Edad Media a los
iura connata, con los que forma la es-
fera jurídica particular sustraída a la
acción del príncipe. Con la aparición
del legislativo todopoderoso, consecuen-
cia del positivismo jurídico del siglo xix,
la institución pierde su substancia. Sirve
primeramente para resolver los proble-
mas de aplicación de las leyes en el
tiempo oponiéndose el concepto al de
simples espectalivas. Más recientemente
en Alemania el concepto viene a ser en
cierto modo asimilado al de derecho
público subjetivo definido también por
oposición al derecho reflejo. Para el Tri-
bunal Federal Suizo el concepto de de-
recho adquirido sirve para designar to-
dos los derechos patrimoniales que com-
ponen la fortuna del individuo y que
son protegidos por la garantía constitu-
cional de la propiedad. Algunos de los
derechos patrimoniales de los funciona-
rios entran dentro de la categoría de de-
recho adquirido y pueden ser beneficia-
dos por su protección por el hecho de
que este tribunal para caracterizar el
derecho privado el criterio determinante
de este que adopta, no es el del fondo
de la relación de derecho, sino el su-
jeto activo, en tanto que beneficiario
privado del derecho en causa. Esta es
la razón de que algunos derechos pa-
trimoniales de carácter público puedan
indirectamente beneficiarse de la garan-
tía constitucional de la propiedad.

En el capítulo II, en el que estudia el
autor la cuestión en Alemania, comienza
con unas consideraciones históricas en
las que señala la importante posición
adquirida por la burocracia en el Im-
perio y las tentativas de la Social-Demo-
cracia a partir de la primera guerra mun-

dial para acabar con la posición de los
funcionarios. Es la reacción de éstos
contra tules tendencias la que origina
las normas contenidas en la Constitución
de Weimar de 1919 que intentan calmar
los temores de los funcionarios y a sal-
valguardar sus derechos. El artículo 129
de ésta establece que «los derechos ad-
quiridos de los funcionarios públicos son
inviolables». La interpretación primera
de este precepto centrada en mayor gra-
do sobre los derechos patrimoniales, úni-
cos derechos protegidos, por una acción
ante los tribunales ordinarios, entiende
que éstos pueden ser modificados por
ley ordinaria únicamente en sentido fa-
vorable, pues al estar protegidos por la
Constitución los derechos de los funcio-
narios el legislativo ordinario no podía
atentar contra ellos, necesitándose, por
consiguiente, para su restricción una ley
votada por la mayoría constitucional de
los dos tercios. Con esta mayoría, la Ley
de 20 de mayo de 1920, aprobada por
el Parlamento de "Weimar, reduce los
emolumentos de todos los agentes del
gobierno, reservando al legislador por
una cláusula la posibilidad de introducir
nuevas modificaciones en la Ley, supri-
miendo esta cláusula la reserva de exi-
gencia de la mayoría cualificada. Expone
el autor la discusión en torno a la cons-
titucionalidad de esta cláusula, la jus-
tificación de la misma por JELLINEK, las
decisiones del Tribunal del Imperio, la
tesis conciliadora de GIESE que reduce
la protección constitucional al derecho
del funcionario a una «entretenien con-
venable» y la de Cari SCHMITT de la
«garantía institucional», que unidas a las
graves circunstancias económicas, moti-
vadoras de decisiones gubernamentales
limitativas de los derechos de los fun-
cionarios, redujeron el ámbito de la ga-
rantía constitucional en cuanto protec-
tora de los derechos adquiridos. La ley
fundamental de la República Federal ale-
mana no contiene ninguna norma sili-
lar al precepto citado de la Constitución
de Weimar. Se limita a señalar en el
artículo 133 que los poderes públicos
serán confiados a agentes ligados al Es-
tado por una relación de derecho pú-
blico y que su estatuto debe permanecer
conforme a los principios fundamentales
de la institución. Este precepto parece es-
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tar influenciado por la teoría de SCHMITT
y en la actualidad se entiende que este
precepto constituye una norma de dere-
cho objetivo, simple prescripción para el
legislador, sin que sea posible recono-
cer al funcionario un derecho personal
e inmediato a la intangibilidad de sus
ventajas.

En el capítulo tercero se estudia el pro-
blema en el Derecho francés. Después
de señalar una evolución social de la
función pública de signo contrario a lo
acontecido en Alemania, pues la his-
toria de la función pública francesa
se caracteriza por una serie de reivin-
dicaciones para la obtención de derechos,
el autor analiza la naturaleza de la re-
lación entre el agente y la Administra-
ción. El contrato civil sirvió, primero,
como explicación para esta relación, y
después el contrato administrativo, hasta
que se abren paso las concepciones de
la escuela realista caracterizando la si-
tuación de los funcionarios como un sta-
tus legal y reglamentario, como una si-
tuación jurídica objetiva. Este principio
firmemente acreditado en Francia por los
publicistas ha sido igualmente adoptado
por la Ley de 5 de octubre de 1946.
«El funcionario—dice el artículo 5—se
encuentra respecto a la Administración
en una situación legal y reglamentaria.»
No ha sido distinta la posición juris-
prudencial del Consejo de Estado que
ha admitido la posibilidad de la modi-
ficación para el futuro de los derechos
de los funcionarios. Sin embargo, des-
pués de cumplido el servicio, el dere-
cho del funcionario es considerado como
intangible, es un derecho adquirido. La
mayor parte de la doctrina había ya es-
tablecido esta diferencia en la situación
jurídica del funcionario antes y después
del servicio, suponiendo una transforma-
ciÓ7i de una situación jurídica objetiva
cu una situación jurídica subjetiva. In-
«•.luso los sueldos y pensiones, pueden
ser reducidos si una ley se declara aplica-
ble con carácter retroactivo, pues el prin-
cipio de no retroáctividad de las leyes no
tiene rango constitucional y por ello no
tiene por qué respetarlo el legislador.
Los Decretos-leyes de 1934 y la Ley
de 1936 son ejemplos de la aplicación
de esta doctrina. Sólo un precepto re-
glamentario es atacable por la vía del

recurso por exceso de poder ante el Con-
sejo de Estado. Una excepción a lo
expuesto la constituyen los funcionarios
contractuales ligados por un contrato ad-
ministrativo y que constituyen una Ca-
tegoría intermedia entre los funcionarios
propiamente dichos y los empleados in-,
dustriales y comerciales del Estado. Los
derechos así constituidos permanecen in-
dependientes de la legislación en vigor.
Constituyen derechos adquiridos.

Los capítulos cuarto y quinto los dedi-
ca el autor al estudio del problema en
Suiza, analizando en este último la re-
lación del concepto del derecho adqui-
rido con el problema de la estabilidad
de la situación de los funcionarios, A
fin de no extendernos más, en esta ya
demasiado larga reseña, señalaremos que
la doctrina del Tribunal Federal es sen-
siblemente análoga a la del derecho
francés: «El funcionario se encuentra
—dice el autor—en una situación legal
y reglamentaria, determinada por unas
reglas de derecho objetivo, respecto a
cuyo mantenimiento no se le reconoce
protección alguna; toda modificación de
las normas estatutarias le es inmedia-
tamente aplicable, sin que el Estado ten-
ga obligación de compensar, mediante
indemnización, el perjuicio que de esta
modificación pudiera derivarse.» Creemos
también oportuno reseñar el planteamien-
to y resolución que Claude NARBEL hace
sobre la posible conceptuación de la com-
patibilidad concedida al funcionario para
el ejercicio de actividades privadas como
derecho adquirido: «Es un principio
esencial de la noción de función pública
en nuestros días que el funcionario se
debe enteramente a su función. Las leyes
admiten que en determinados casos el
legislador atribuya a la autoridad com-
petente para el nombramiento la posibi-
lidad de autorizar a los funcionarios a
ejercer alguna actividad particular o a
cumplir alguna tarea pública fuera del
ejercicio de sus funciones. Estas auto-
rizaciones no comportan derechos ad-
quiridos y pueden ser suprimidos en
cualquier tiempo y supuestos por el le-
gislador.»

Concluimos recomendando el libro de
Claude NAHBEL no sólo por la claridad
de exposición, el perfecto orden con
que se tratan todas las cuestiones plan-
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leadas y su buena y discreta impre-
sión, sino también por la trascendencia
del tema del derecho adquirido del fun-
cionario en nuestra patria que, a la hora
de inaplazables reformas, puede conver-
tirse en un obstáculo, que maliciosa y
hábilmente manejado, deje, sin efecto
¡ilguno, los mejores deseos del legisla-
dor.

JOSÉ RAMÓN PARADA VÁZQUEZ

NAVA NKÜHIÍTF: : Derecho procesal ad-
ministrativo. Editorial Porrúa. Mé-
xico, 1959. 365 púgs.

No hace mucho tiempo que los proble-
mas que planteaba la impugnación juris-
diccional de los actos administrativos se
estudiaban por los administrntivislas de
espaldas a la técnica procesal. El «con-
tencioso-administrativo» no era más que
un capitulo del Derecho administrativo.
Sin embargo, unos cuantos, no muchos,
se dan cuenta de que la institución a
través de la cual se dirimían los litigios
administrativos por un órgano indepen-
diente de la Administración, en un pro-
ceso. Una especie de proceso, como es-
pecies del mismo concepto común eran
el proceso civil y el proceso penal. Y
empezaron a surgir monografías en las
que, en este punto de partida, se llegaba
a resultados que jamás se hubieran con-
seguido con técnica administrativa.

En la etapa inicia], no se obtenían la
mayoría de las veces, todas las conse-
cuencias que de la correcta tesis de que
so partía podían esperarse. Pno lo cier-
to es que, poco a poco, la tesis fue acep-
tándose y hoy podemos afirmar que no
existen oposiciones fundadas a la misma.

Ahora bien, si en el campo de la mo-
nografía el Derecho procesal adminis-
trativo cuenta con aportaciones nume-
rosas, muchas de ellas valiosísimas, las
obras generales constituyen la excepción.
De aquí que todo intento con esta fina-
lidad merezca por adelantado la más ca-
lurosa acogida.

NAVA NECRETE, consciente de que el
contencioso-administrativo es un autén-
tico proceso, se ha lanzado a la nada

fácil tarea «le construir un Derecho pro-
cesal, dificultad que se ve grandemente
aumentada al referirse al Derecho meji-
cano, ante la situación legislativa de.
aquel país. Sin embargo, pese a las di-
ficultades iniciales, NAVA NECRKTE ha lle-
gado a resultados francamente acepta-
bles.

Después de estudiar con carácter pre-
vio los recursos administrativos, dentro
dí los medios de control de la juridi-
cidad de los actos administrativos, a <juc
dedica^el titulo primero de la obra, en
el título segundo se ocupa, propiamente,
do los problemas que el proceso admi-
nistrativo plantea en dos capítulos.

El capítulo primero se refiere, en ge-
neral, al proceso administrativa. Aunqu»;
a veces, maneja con cierta impropiedad
algunos conceptos procesales, hay que
reconocer que ofrece un buen resumen
de los problemas generales del proceso
administrativo, y del Derecho compara-
do, en especial, del sistema francés, al
que dedica la extensión que, sin duda
alguna, se merece.

El capítulo segundo está dedicado al
estudio del contencioso - administrativo
mejicano. Después de una completa ex-
posición de la evolución histórica hasta
1.1 constitución de 1917, estudia la situa-
ción actual, ofreciendo un logrado estu-
dio del contencioso-fiscal.

Teniendo en cuenta que el amparo es
en Méjico el cauce procesal idóneo para
dirimir la mayor parte de los litigios ad-
ministrativos, quizá hubiera sido conve-
niente una referencia más tompleta a
esta sugestiva institución, en su aspecto
de proceso administrativo.

NAVA NECRETE ha dado el primer paso
en el estudio del proceso administra-
tivo mejicano. Esperamos que continúe
esta brillante trayectoria, que lógicamen-
te culminará el día que se instaure en
Méjico un tribunal de justicia adminis-
trativa. Como dice el profesor SERRA
ROJAS en el prólogo de la obra, la mis-
mu constituye «un estudio de interés y
evidente utilidad, señalando, además, los
primeros frutos de una obra jurídica que
sin duda será fecunda».

J. G. P.

390



RKCKNSIONKS Y NOTICIA DE I.IBHOS

Charles: Las comunicado
nes en la Administración. San José
de Costa Rica, 1958 (ESAPAC). 200
páginas.

Pese a lo reciente de su fundación.
1 de enero de 1957, la Escuela Superior
de Administración Pública 'le América
Central (ESAPAC) está realizando una
intensa actividad bibliográfica, enrique-
ciendo el repertorio en lengua española
con numerosas obras originales y, ade-
más, con determinadas traducciones de
libros americanos que, de esta manera,
se colocan en el horizonte científico eu-
ropeo con mayor facilidad que las obras
originales, como puede comprobarse ho-
jeando las recensiones de cuulquier re-
vista europea, donde se hace de ordina-
rio referencia a la edición de la ESAPAC
y no a la americana.

Las comunicaciones en la Administra-
ción, publicado por vez primera por The
University o( Chicago Press, y traducido
por el profesor Mario GARCÍA AROCHA,
es un típico exponente de la ciencia ad-
ministrativa americana con todos sus de-
fectos y virtudes. Estudiando sin dife-
renciar los problemas de la Administra-
ción pública y la administración de las
empresas privadas, se presenta despoja-
do de todo carácter esotérico y compli-
cado y afronta con el mayor realismo
el conjunto de un problema, el de las
comunicaciones internas dentro de la Ad-
ministración, que sólo muy fragmenta-
riamente ha sido estudiado en la litera-
tura europea.

La moderna importancia del tema es,
a mi entender, consecuencia del derrum-
bamiento de un Concepto tradicional de
la jerarquía, que cada día está perdien-
do su anticuo carácter de participación
de un poder, que desciende de arriba a
ahajo, para convertirse sencillamente en
una escala de puestos y responsabilida-
des, creada por imperativo de la com-
plicación burocrática y sin otro fin que
el de la eficacia.

Desde este punto de vista, el de la
eficacia, se' impone la necesidad de va-
rias líneas de comunicación que, de arri-
ba a abajo, permitan llegar hasta los
niveles inferiores las instrucciones supe-
riores, y de abajo a arriba aporten a la
superioridad impresiones de todos los
niveles.

En el libro se afirma que el problema
de la eficacia es un problema de comuni-
caciones. Por regla general, los agentes
inferiores de la Administración se en-
cuentran impotentes para aplicar una le-
gislación (en el amplio sentido de la
palabra), que por su extraordinaria com-
plejidad no comprenden debidamente.
La superioridad se cuida solamente de
producir incesantemente nuevas órdenes
e instrucciones, sin preocuparse de que
éstas lleguen de una manera racional y
asequible a quienes han de aplicarlas. De
esto se ocupa la obra en su segunda par-
te, estando dedicada la primera a la
enunciación de los principios generales.

La tercera parte estudia la comunica-
ción en su sentido inverso, la que de
abajo hacia arriba ha de hacer llegar a
los superiores el latido vital de sus su-
bordinados. Para la jerarquía tradicio-
nal es casi ajeno el punto de vista y los
problemas de los niveles inferiores; pero
el atenderles debidamente no es sólo un
problema de humanitarismo, sino que
trasciende a la misma «eficacia», ya que
un funcionario, por modesto que sea, con
conciencia de su personalidad, y no de
ser un ciego autómata irresponsable y
radicalmente insignificante, obra siempre
con mayor inteligencia y perfección.

El libro se ocupa, por último, de la
comunicación horizontal, la que relacio-
na individuos de un mismo nivel, que
por razones de su trabajo se encuentran
de ordinario apartados, pero cuya coor-
dinación es siempre necesaria.

La obra que comentamos ofrece, pues,
junto a un acertado compendio del es-
lado en que se encuentra la ciencia ame-
ricana en esta materia (que ocupa in-
cluso cátedras permanentes en las Uni-
versidades), un campo de meditación
lleno de sugerencias y puntos de vistu
extraordinariamente originales para lu
mentalidad europea. -

ALEJANDRO NIETO

RIVERO, Jean: Droit administratif
Précis Dalloz. París, 1960. 551 págs.

En varias ocasiones nos hemos referi-
do a la inestimable aportación a la Cien-
cia jurídica que son los Précis franceses.
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1,05 juristas franceses han sabido, comí»
los de ningún otro país, ofrecer en re-
ducido número de páginas, con un de-
purado sistema, los problemas fundamen-
tales de cnda una de las ramas en que
se divide la Ciencia del Derecho. La lis-
ta se ve ahora enriquerida con uno de
los manuales más logrados: el de. Droit
adminislratif, de Jean RIVERO.

RIVERO, cuyas aportaciones monográfi-
cas destacaban en el panorama jurídico
francés actual, nos ofrece ahora el que
podamos calificar de uno de los mejores
Manuales de Derecho administrativo que
nos ofrece el Derecho comparado. Aun
cuando su finalidad es, como la de todo
manual, preferentemente didáctica, el
l'récis de RIVERO excede con mucho en
sus resultados de su finalidad primaria.
Y, aun sin rebasar los justos límites de
un manual—y aquí radica justamente su
valor—, constituye la exposición de un
sistema <le Derecho administrativo del
que no se puede prescindir en la elabo-
ración posterior de esta rama del De-
recho.

El sistema de la obra es el siguiente:
I. Introducción general.—Dividida en

tres Secciones, la primera (con el título
do «Disposiciones»), se ocupa de «La
Administración» y del «Derecho admi-
nistrativo»; la secunda, de la lormación
histórica del régimen administrativo, y
la tercera de los caracteres y principios
fundamentales fiel Derecho administra-
t ivo.

II. Primera parte.—Viene a ser la par-
te general de nuestras obras de Derecho
administrativo. Se divido, en los siguien-
tes títulos:

1. Teoría general de las personas pú-
blicas. Está integrado por dos capítulos,
dedicados: el primero, a estudiar la per-
sonalidad jurídica, y el segundo, sus di-
versas clases.

2. La regla de Derecho. En él estu-
dia las fuentes del Derecho (capítulo pri-
mero), y el principio de legalidad (capí-
tulo segundo).

3. Los actos de la Administración.
Después de estudiar la definición y cla-
sificación de los actos administrativos, se
ocupa de: la decisión ejecutoria (capí-
lulo primero) y de los contratos admi-
nistrativos (capítulo segundo).

3. Los actos de la Administración.

Después de estudiar la definición y cla-
sificación de los netos administrativos, se
ocupa de: la decisión ejecutoria (capí-
tulo primero) y de los contratos admi-
nistrativos (capítulo segundo).

4. La jurisdicción administrativa. Con
la extensión que siempre le han dado
los autores administrativos a esta mate-
ria, estudia: la razón de ser de la juris-
dicción administrativa (capítulo prime-
ro) ; los conflictos ante la jurisdicción
administrativa y otras autoridades (ca-
pítulo 2.°); las reglas para delimitar el
ámbito de la jurisdicción administraíi-
v.i (capíru?o 3."); la organización de la
jurisdicción administrativa (capítulo 4.°):
lo* recursos contenciosos (capítulo 5.°) ;

' el procedimiento ante las jurisdicciones
administrativas (capítulo fi.°) ; el recur-
so por exceso de poder (capítulo ".").

5. La responsabilidad administrativa.
El título se divide en los siguientes ca-
pítulos: 1." Los principios generales y
su evolución; 2." Las condiciones de ¡a
responsabilidad de las personas públi-
cas; 3." La reparación del daño; 4." La
responsabilidad de los agentes por falta
personal y sus relaciones con la respon-
sabilidad de las personas públicas, y 5."
Campo de aplicación del régimen <íe De-
recho común de la responsabilidad ad-
ministrativa.

III. Segunda parle.—Se dedica a la
organización administrativa, y se divide
en los siguientes títulos:

1. Principios generales. En el estudio
la centralización y descentralización, y
la división territorial.

2. La Administración del Estado. En
él se loara un excelente resumen de ma-
teria tan ávida como «los órganos cen-
trales de la Administración del Estado»
(capitulo primero), y «los órganos loca-
les de la Administración del Estado» (ca-
pítulo segundo).

3. En el título tercero, bajo el título
de «Colectividades descentralizadas», se
estudian los problemas que, entre nos-
otros, se engloban bajo la rúbrica co-
mún de «Administración Local».

4. Los funcionarios públicos.
IV. Tercera parte.—En ella se estu-

dian las formas de la acción administra-
tiva, a través de los siguientes títulos:

1. Las actividades administrativas. Es-
te primer título adopta una clasificación
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análoga a la que ya es común entre nos-
otros, al hacer la siguiente división en
capítulos:

a) Capítulo primero, sobre policía
administrativa.

b) Capítulo segundo, sobre el servi-
cio público.

c) Capítulo tercero, que lleva por tí-
tulo «La ayuda de la Administración a
las actividades privadas de'interés gene-
ral», y en el que estudia Jo que en Es-
paña se denomina acción de fomento.

2. En el segundo título de esta parte
se estudian los órganos de gestión de Ia<*
actividades de la Administración.

V. Cuarta parte.—En ella estudia los •
medios materiales de la acción adminis-
trativa. Se divide en tres capítulos: ad-
quisición de bienes (capítulo primero);
el régimen de los bienes (capítulo segun-
do) y obras públicas (capítulo tercero).

De cada uno de los extremos de esta
completa sistemática, ofrece RIVEHO un
excelente resumen.

Obras como la que acabamos de recen-
sionar son las que necesita el Derecho
español. Esperemos que, en breve, nues-
tra bibliografía jurídico-administrativa,
que cuenta entre sus tratados y entre su
producción monográfica con obras que
pueden catalogarse entre las mejores,
cubra la laguna existente en este aspecto
con la aportación de un auténtico Ma-
nual de Derecho administrativo.

J. G. P.

JEKRA ROJAS, Andrés: Derecho aa-nn,-
/listrativo. Porrúa, México, 195i).
871 páginas.

El vigoroso impulso de la Ciencia del
Derecho administrativo en los últimos
años ha sido fenómeno exclusivamente
español. Son muchos los países de la
América que han experimentado un fe-
nómeno parecido. Ahí están para corro-
borarlo, en Uruguay, las obras de SA-
YACUES; en Argentina, la de J. TRISTAN
BOSCH, MAHIENHOF y tantos otros; en
Chile, Silva CIMMA ;• en Panamá, César
QUINTERO; en Cuba, CARMONA ROMA Y,
LANCIS, ALVAREZ TABIO, y otros muchos.
Méjico no se ha quedado atrás en esta
línea de evolución. La carencia de re-

vistas especializadas sobre Derecho ad-
ministrativo, ha sido superada con la apa-
ción de una que lleva, precisamente, el
nombre de la española «Revista de Ad-
ministración Pública». Muchos son los
trabajos que se vienen publicando so-
bre temas administrativos—en este mis-
mo número damos noticia del más re-
ciente «Derecho procesal administrati-
vo»—. Y entre los tratados generales, el
solitario «Derecho administrativo» de
Gabino FRAGA, que ha alcanzado la oc-
tava edición—y que tan decisiva apor-
tación supuso en la Ciencia jurídico-
administrativa mejicana, se ha visto
acompañado por un nuevo Derecho ad-
ministrativo, obra de Andrés SERRA RO-
JAS, director del Seminario de Derecho
administrativo de la Universidad Nacio-
nal autónoma de Méjico.

No hace mucho que el profesor SERHA
ROJAS, en una lograda monografía (1)
al tratar de «la importancia del Derecho
administrativo moderno y la Ciencia de
la Administración pública» en uno de
sus capítulos, su primer epígrafe decía:
«Un derecho nuevo para un mundo abru-
mado de problemas.» Quizá no puede
expresarse en menos palabras, el signi-
ficado del Derecho administrativo. Y el
profesor SERBA ROJAS, consciente de su
responsabilidad como profesor univer-
sitario, se lanzó a la urgente tarea de
construir un tratado general. El fruto
de la tarea es la obra de que queremos
dar noticia con los honores que ella me-
rece.

Entre los muchos méritos de la obra
queremos destacar, ante todo, su clari-
dad y sistema. En una obra de carácter
didáctico constituye, sin duda alguna, la
más importante cualidad. Y el libro de
SKHRA ROJAS la tiene en el más alto
fondo. Es un castellano claro, diáfano
y preciso,' ha sabido resumir en 871
páginas un logrado sistema de Derecho
administrativo.

Divide la obra en diez partes:
La Primera Parte (sobre «teoría de

los elementos políticos 'fundamentales»),
se dedica al estudio, de ios principios
básicos del Estado, haciéndose intere-
santes consideraciones sobre las Ciencias

(1) 'Problemas -políticos del mundo
moderno. Porrúa, México, 1958.
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políticas y jurídicas, para terminar con
el estudio de la Administración públi-
ca, su personalidad y la evolución del
Derecho administrativo mejicano.

La Segunda Parle, trata de la Actividad
administrativa en genera!, y de la teo-
ría general del servicio público.

La Tercera Parte (titulada «I,os prin-
cipios generales del Derecho administra-
tivo»), se divide en dos títulos:

Título III: Consta de. lo? siguientes
capítulos: I. El Derecho administrati-
vo; II. Las fuentes; III. La facultad
reglamentaria; IV. Otras fuentes del
Derecho administrativo.

Título IV: La integran los siguientes
capítulos: I. Definiciones; II. El pro-
cedimiento administrativo; III. Los
efectos del acto administrativo; IV. La
ejecución del acto administrativo; V. El
principio de la no retroactividad del
acto administrativo; VI. La extinción
de los actos administrativos; VII. La
revocación.

La Cuarta Parte se dedica al estudio
de la función pública, en cinco capítulos.
En el último sr. ofrece un completo re-
sumen de los problemas que plantean
los Sindicatos y juelgas en la función
pública.

La Quinta Parte estudia la organiza-
ción administrativa, en doce capítulos
agrupados en dos títulos (VI y VII de
la obra).

La Sexta Parle, sobre las finalizad del
Estado, se divide en los siguientes tí-
tulos:

Título VIII; El régimen financiero fe-
deral.

Título IX: El régimen patrimonio) «leí
Estado.

Título X: Los modos de adciuisicióti
del dominio.

Título XI: La organización económica
del Estado.

La Séptima Parte, bajo ej tíiulo «Los
medios de acción de la Administración
Pública», estudia los poderes de policía
y el Derecho penal administrativo.

La Octava Parte, se dedica a la teo-
ría general de las obligaciones, estu-
diando, en sendos capítulos, los crédi-
tos del Estado, los contratos adtttinir-
mitivos, y <?l contrato «le. obra pública.

Las Parles novena y décima íílán
destinadas al estudio de la Justicia ad-

ministrativa y la responsabilidad del Es-
tado.

Para poner de manifiesto el extraordi-
nario éxito alcanzado de esta nueva obra
de Derecho administrativo, bastará se-
ñalar que, cuando damos noticia de su
primera edición, al año escaso de su apa-
rición, está a punto de ver la luz la se-
gunda.

Y no podenios terminar esta reseña sin
destacar un hecho que no puede por me-
nos de enorgullecemos: la presencia con-
tinua y constante de esta REVISTA DE AD-
MINISTRACIÓN PÚBLICA en cada capitulo,
en cada página de la obra de SERRA RO-
JAS. La doctrina española está presente
en su obra como ninguna otra. Jamás en
un libro publicado más allá de nues-
tras fronteras—aun entre los escritos en
lengua española—han sido tan citados los
autores españoles.

Ante este hecho, en primer lugar, el
más profundo reconocimiento. Pero, ade-
más, decirle a SERRA ROJAS que una de
las mejores recompensas que ha tenido
esta Sección de ADMINISTRACIÓN FÍBUCA
desde su creación ha sido ver en su obra,
reflejados con la generosidad con que él
lo hace, los artículos de su REVISTA.

JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ

STIFTER, Alfred y WAAS, Hanns: Das
Diev.strechtsverfahren. Wien, 195ÍJ.
Kd. Verlag des Osterreichischen Se-
werkschaftsbundes. 151 págs.

La Editorial de la Agrupación de sin-
dicatos austríacos se ha preocupado de
coleccionar en este volumen las distin-
tas leyes y disposiciones que hacen re-
ferencia al procedimiento administrati-
vo que afecta a los funcionarios. Co-
mi ntadas por dos secretarios del Sindí-
calo de Funcionarios públicos, y con una
Introducción del presidente del mismo,
Franz GABRIEL*:, aparecen en el texto la
Ley del Procedimiento Administrativo
común (Al'gemeincs Verwallungsverfa-
hrengest-, AVG), la Ley del procedimien-
to administrativo especial para la Fun-
ción P ú b l i c a (Dienstvcrfahrengestz:
DVG) y los decretos subsiguientes de la
Federación >' de los Estados de IViede-
rosterreich, Steiermark y Voralberg.

No es un azar el que hayan sido los
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Sindícalos quienes hayan acometido esta
tarea. En la creación de estas leyes lian
jugado los Sindicatos un papel impor-
tante y puede afirmarse^ sin vacilación
que ¡¡ráelas a sus esfuerzos y a sus in-
cesantes presiones sobre la Adminis-
tración se ha conseguido dotar a los
funcionarios de un régimen jurídico, del
que inexplicablemente carecían.

En agosto Ae 1945 se restableció la
normalidad jurídica del funcionariado
austríaco, volviendo con ello a entrar en
vigor el ordenamiento vigente con ante-
rioridad al 13 de marzo de 1938, entre
el que se encontraba la AYG de 1925.
Ahora bien, como resulta que la aplica-
ción de dicha ley estaba expresamente
excluida en los asuntos relativos a la
función pública, según el art. 2, p. 6 de
la EGVG, se producía una laguna le-
gislativa en perjuicio de la" seguridad
de los funcionarios.

Cierto es que de hecho esta laguna se
colmaba con la aplicación implícita, a
pesar de la prohibición, de la AVG; pe-
ro, aun así, no podía evitarse una in-
dudable incertidumbre en el procedi-
miento. En este punto adoptaron los sin-
dicatos una actitud definida y enérgica,
que culminó en el año 1951 con la ele-
vación oficial al Gobierno de un Pro-
yecto de Ley, que, después de continuas
discusiones e importantes modificaciones,
acabó plasmado en la DGV de 12 de
marzo de 1958, cuya entrada en vigor
quedó señalada para el primero de ene-
ro de 1959.

Cuestión esencial que presidió los dé-
bales en torno a esta Ley fue el proble-
ma de sus relaciones con la AVG. Te-
niendo en cuenta su indudable vincu-
lación se pensó en un principio integrar
en el nuevo texto las disposiciones de
la AVG que se considerasen aplicables;
pero, a la postre, prevaleció el criterio
de que en la nueva ley se señalarían
solamente las variaciones que la gene-
ral habría de sufrir al ser aplicada a
los funcionarios, redactándose de esta
manera un texto que tiene las carac-
terísticas de un apéndice de la ley ge-
neral. El procedimiento disciplinario si-
gue regulado por una ley especial.

Kn el libro que comentamos figuran,
por último, sumariamente «notados, los
decretos dictados sobre este procedimien-

to por la rederación y los Ires Estados
de que arriba se hizo mención.

Parece ocioso poner de relieve, dadas
las características ya señaladas de este
libro, que los comentarios de los doc-
tores STIFTKR y WAAS, más que a un
tratamiento de los problemas jurídicos
generales del procedimiento administra-
tivo, se refieren a un simple, esclareci-
miento de su práctica, y anotación de
concordancias y aparentes contradiccio-
nes. Sin que pueda olvidarse, por otra
parte, que dada la reciente aparición de
la DVG, parte esencial de la obra, aún
nn ha sido posible la formación de una
amplia bibliografía especializada, que
permita la redacción de un tratado de
mayor envergadura.

Desde el punto de vista de los auto-
res el aspecto más importante de la
DVG no es su contextura técnico-jurídica
sino la relevancia que tiene en el des-
arrollo de las aspiraciones del funcio-
nario austríaco, hasla aquí desamparado
de toda regulación legal de procedimien-
to. Ahora bien, la actual fórmula no es
considerada como definitiva, puesto que
su aspiración es la de que algún día,
aun en contra de la tradición nacional,
lleguen a constituirse tribunales arbitra-
les mixtos para la resolución de los pro-
blemas relacionados con la Función Pú-
blica.

AI.KJANIIRO METO

VENKZIA, Jean-Claude: Le pouvoir dis-
crctionnaírc. Tome XVIr. Bibliothc-
que tic Droit Public. París. Librui-
rie Genérale de Droit et cíe .Juris-
prudence, 195!.).

Jean RIVERO, profesor en la Facultad de
Derecho de París, ha prologado este in-
teresante libro del profesor VKNKZIA y
al referirse a la materia objeto del mis-
mo dice que la temática del poder dis-
crecional es una de las «rutas de gran
circulación doctrinal» del Derecho Ad-
ministrativo. En efecto, es materia so-
bre la que tanto se ha escrito ya, y que
tan tentadores cauces ofrece para el in-
vestigador y el estudioso.

El libro .del profesor VENKZIA se nos
muestra como algo acabado y sistemático
dotado en general de una gran claridad
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y precisión terminológica. Hay un punto
fundamental y exacto en la tesis del au-
tor: La naturaleza de la acción adminis-
trativa, del obrar de la Administración
excluye la posibilidad de una limitación
total por la norma jurídica y por el
juez; la existencia de un poder discre-
cional es una realidad bien objetiva y
sería inútil imaginar un proceso al final
del cual la Administración se encontrase
sometida al control jurisdiccional en la
totalidad de su actuación. Kl autor a lo
largo de toda su obra, y ésta es la idea
cardinal de la misma, ve el poder discre-
cional como el resultado de la «indeter-
minación de reglamentación jurídica».

La obra se divide en tres partes. En la
primera se estudia el poder discrecional
y el acto administrativo. A su vez cons-
ta de tres capítulos dedicados respecti-
vamente a analizar la potestad discrecio-
nal en relación con cada uno de los ele-
mentos del acto administrativo, el ob-
jeto, los motivos y el fin. La segunda
parte, la más técnica de la obra que nos
ocupa, lleva a cabo un examen crítico de
la concepción clásica del poder discre-
cional, dividiéndose en dos partes a su
vez, uní>, en la que se analizan con gran
detenimiento y meticulosidad las solu-
ciones jurisprudenciales y las interpre-
taciones doctrinales, y otra segunda en
la que se verifica un ensayo de teoría so-
bre la potestad discrecional, sección ésta
que entraña una mayor novedad. La ter-
cera parte, concluye con un análisis del
poder discrecional en el orden jurídico
de su naturaleza del reparto de la potes-
tad discrecional entre la administración
activa y la jurisdicción administrativa y
de la función del poder discrecional en
la elaboración de la ley.

En su intento de elaborar una nueva
teoría sobre el poder discrecional, el
profesor VENEZIA divide su estudio en
tres secciones. En la primera, trata del
fundamento de la potestad discrecional
en el campo del derecho privado y en
e! del derecho público. El concepto del
empresario y el de empresa son aquí
decisivos para la nueva construcción que
so nos presenta. La Administración en
su acción es muy semejante a la actua-
ción empresarial y el poder discrecional
c- precisamente una manifestación de esc
carácter de empresario que el órgano ad-

ministrativo tiene cuando actúa como
tal. Vemos a lo largo de sus páginas
cómo el poder discrecional se da en
todos los órdenes de la actuación admi-
nistrativa: fomento, policía y servicio
público. En la segunda sección se ana-
liza la extensión y el dominio de esa po-
testad, y por último, en la tercera sec-
ción, al afirmar la existencia de un con-
trol jurisdiccional de ese poder discre-
cional, se examinan sucesivamente tres
do sus facetas más importantes: el con-
trol de la obligación por parte de la Ad-
ministración, de examinar las circunstan-
cias particulares del asunto, el control
de la desviación o exceso de poder ne-
gativo y el control de la renuncia al ejer-
cicio del poder discrecional.

Al final de su trabajo el autor sale al
paso de una posible objeción que ca-
bría realizar al afirmar que el ensayo
se ha realizado por completo fuera del
marco de las soluciones concretas del
derecho positivo, ya que hay casos en
que la competencia de la Administración
está totalmente, vinculada a la ley y a la
voluntad del legislador. Pero, se con-
testa, lo propio de las teorías es elabo-
rarse fuera de las previsiones del legis-
lador y servir a éste de cauce en lo su-
cesivo como resultados de una mejor
elaboración y una mayor lógica jurídi-
ca. Como dice el profesor RIVERO «en-
contrar los datos necesarios de los fenó-
menos contingentes, tal parece ser el ob-
jeto propio de la ciencia jurídica». Y en
esto la obra de Venezia se nos muestra
totalmente valiosa.

A. DE JUAN ABAD

VKÍIOKKKNTUCHUNGKN DKI, VEREIJJIGUNI;
DEK DKUTSCHKX STAATSRECHTSLEHREH:

Helft. 17. Die vfírfa-sninif/srechtlicfitf
Stcltung dar polittsvlwn Patinen im
•modernen &taat-Das Vcrwaltungs-
verfnhren. Berlín, 1959. 255 págt>.
Walter de Círyther & Co.

En este número se recogen los traba-
jos presentados y un breve resumen de
las discusiones a que dieron lugar, en la
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reunión anual que celebró Ja Asociación
Je Profesores alemanes de Derecho pú-
blico en la ciudad de Viena en el mes
de agosto de 1958.

Siguiendo la costumbre establecida, se
trataron dos temas científicos. En el pri-
mero de ellos, referente a la «Situación
jurídico-constitucional de los partidos
políticos en el Estado moderno», leyeron
un informe Konrad HESSE, de la Univer-
sidad de Freiburg, y Gustav E. KAFKA,
de la de Graz.

No obstante la importancia del proble-
ma y la autoridad con que fue tratado,
por razones obvias, parece más intere-
sante poner de relieve el segundo tema,
«El procedimiento Administrativo», que
fue desarrollado por K. A. BKTTEKMANN,
de Berlín, desde el punto de vista del
derecho-alemán, y por Erwin MEUCHAR,
de Graz, desde el punto de vista del de-
recho austríaco.

El contraste no pudo ser más notable,
y\ que, como es sabido, el procedimien-
to administrativo austríaco cuenta con un
texto legal desde el año 1925, mientras
que el derecho alemán, no sólo no cuen-
ta con una ley reguladora de tal materia,
sino que hasta la fecha su Doctrina, en
contra de una indudable corriente eu-
ropea, se ha negado a admitir la opor-
tunidad de tal regulación legal.

Característico representante de esta
postura, que pudiera llamarse tradicio-
nal, es precisamente el profesor BKTTER-
MANN quien, a lo largo de su agudo tra-
bajo, se esforzó en poner de relieve los
inconvenientes y dificultades que tal obra
representa en la vida del derecho. De
esta manera podría resumirse su pensa-
miento: a) Las normas reguladoras del
procedimiento administrativo sólo pue-
den ser unificadas con carácter general
en la medida en que el derecho del pro-
cedimiento pueda ser separado del de-
recho material a que está referido. Por
lo que, teniendo en cuenta que la po-
sibilidad de dicha separación es sólo
muy relativa, es imposible un procedi-
miento unitario para todas las ramas
de la Administración, y son imprescin-
dibles normas especiales para cada una
de ellas. El problema estriba, pues, en
determinar hasta qué punto deben res-
petarse estas especialidades y señalarse
las generalizaciones. í>) La generaliza-

ción puede y debe hacerse por etapas,
que pueden referirse bien a ramas de
la Administración bien a fases del pro-
cedimiento, c) Parece evidente que hay
algunas cuestiones cuya misma natura-
leza hace posible esta generalización,
por lo mismo que en otras se presenta
extraordinariamente difícil.

El animado debate que se planteó a
continuación prueba hasta qué punto es-
tán en quiebra estas doctrinas en el de-
recho alemán y cuan grande es el inte-
rés que en la actualidad despiertan.

Incluso el concepto mismo del proce-
dimiento administrativo fue objeto de
muy diferente exposición. Valgan estos
ejemplos: Para BETTERMAN.N es el que
«regula la formación, forma, publicación,
ejecución, revocación y modificación de
las resoluciones administrativas, así como
su contrato». Para KÜCHENIIOFF (Würz-
burg) «radica su esencia en el proceso
de la formación de la voluntad»; mien-
tras que para MERK. (Tübingen) es la «en-
carnación de la actividad administrati-
va de una autoridad, cuyo objeto es la
ejecución de las tareas administrativas en
un caso individual y determinado, y di-
rigido a la producción legal de las reso-
luciones administrativas».

Los motivos de oposición de la Doc-
trina alemana (también así W. WEBEK,
Góttingen; BACHOFF, Tübingen; PARTSCH,
Kiel) a la normación legal de procedi-
miento, pueden agruparse en tres cate-
gorías: 1) Constitucionales. Teniendo en
cuenta la pluralidad legislativa de la Ale-
mania Occidental (la Federación y los
siete Estados), se originarían grandes
complicaciones y desigualdades de unas
leyes a otras. 2) Doctrinales. La ley tie-
ne que ser consecuencia, y por tanto
posterior, a una elaboración científica,
que todavía está por hacer. 3) Técnicas.
La fijación legal, sin ayudar al derecho
de los ciudadanos, puede estorbar la ac-
ción de la Administración, pareciendo,
por tanto, aconsejable dejar que la ju-
risprudencia y la doctrina fijen estas re-
glas generales.

Pero, por otro lado, ce levantaron
numerosas opiniones que, incorporándo-
se a la general corriente europea, sos-
tuvieron la posibilidad y lu oportunidad
de una regulación legal. Entre ellas so-
bresalieron a lo largo de los debates las
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de ULK (Heidelberg), SPANNEH (Erlun-
gen) y MKKK. y DC'Ric (Tübingen). A las
que se añadieron, dato sintomático y de
importancia, puesto que se apoya en una
experiencia de más de treinta años, las
voces unánimes de los profesores austría-
cos MERKL, PKKIFER, SCHIMA y ANTO-
MOI.LI, además de las del propio -MK-

En un punto fundamental parece estar
de acuerdo la Doctrina: en la íntima re-
hición que existe entre la jurisdicción
contencioso administrativa y el procedi-
miento administrativo, de tal manera
que no pueden ser regulados indepen-
dientemente, ya que ambas instancias
se complementan en el total sistemí de
I» protección <le los derecho* individua-
les, ¿egún se puso de relieve en una in-
teresante controversia que sostuvieron
meses antes de la conferencia los profe-
sores UI.E y BACHOF.

Es de destacar, además, la intervención
del profesor de Basilea, IMISODEN, que
desarrolló el punto de vista del derecho
suizo, al que se situó en una postura
intermedia entre los otros dos países de
lengua germánica.

í'stu reunión de Viena señala, pues, un
momento fundamental para el estudio
do esta cuestión, y su importancia es ex-
traordinaria al proporcionar una vista de
conjunto sobre el derecho alemán, cuya
literatura a este respecto es tan escasa.

ALEJANDRO NIETO

ZEIDLER. Karl: Ueber die Technisie-
rung dar Venvaltung. Karlsruhe,
19ó9. Ed. C. F. Müller. 50 págs.

El fenómeno, cada día más creciente,
fin la mecanización de la Administración
ha 1 lecho surgir una abundante litera-
tura, que hasta la fecha venía ocupán-
dose de él solamente desde el punto
de vista económico o desde el de la es-
pecialidad. El Derecho administrativo ha
sufrido en este punto una curiosa inhi-
bición, limitándose ordinariamente los
autores a una mera alusión del pro-
blema, ponderando o menospreciando su
importancia, según los casos, pero sin
decidirse a afrontarle «jurídicamente».
Este es el objeto del interesante librito

del doctor ZEIDLER, quien consciente de
la novedad de su actitud, considera
su obra como una sencilla «Introduc-
ción a una consideración jurídica de la
moderna Administración», tal es el sub-
título, sin pretender que sus conclusio-
nes, tan interesantes, por otra parte, ad-
quieran ya fijeza doctrinal, bastándole
tan sólo con que sirvan para ir abrien-
do el camino a posteriores estudios. A
tal objeto se cuidada de procurar una
abundantísima bibliografía.

Debe advertirse que se ha empleado
más arriba con toda conciencia la pa-
labra «mecanización», que propugnamos.
Mecanización es un vocablo enraizado ya
en nuestro idioma. Por otra parte, si de
esta manera se denominó la revolucio-
naria aplicación de las máquinas en la
industria y en la agricultura, ¿por qué
no va a hacerse lo mismo en la Ad-
ministración? Automación o automatiza-
ción serían, pues, especies del género
«mecanización», que abarca el empleo
de toda clase de máquinas, desde la cal-
culadora al cerebro electrónico, ¡isla
cuestión terminológica no es sencilla, y
aún ha de discutirse mucho sobre el
particular. Una parte de la doctrina ale-
mana considera la tecnización o tecniíi-
caeión (technisierung) como un género
entre cuyas especies se cuenta la meca-
nización (mechanisierung), o empleo de.
máquinas servidas por el hombre, ]« au-
tomatización (automatisicrung), o em-
pico de máquinas automáticas contro-
ladas humanamente, y la automación
(.automation), o empleo de máquinas en
las que la intervención del hombre se
limita plantear los problemas y cues-
tiones cuya solución se desea, y a su
puesta en marcha. Ahora bien, esta ter-
minología, sobre discutible, no es líci-
tamente trasponible al castellano.

Volviendo al libro que se comenta, al
pretender estudiar las relaciones entre
la mecanización y el Derecho Adminis-
trativo, examina someramente el concep-
to de éste, en cuya esencia acaba por des-
cubrir, conforme a la doctrina tradicio-
nal, una referencia exclusiva al concepto
de hombre. La doctrina opera siempre
en el sobrentendido de que capaces de
derechos y obligaciones sólo son los
seres humanos.

¿Qué repercusiones puede tener sobre
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este principio el trabajo de las máqui-
nas? Ningún problema se presenta cuan-
do se trata de simples aparatos que ac-
túan bajo el control, es decir, bajo la
responsabilidad de un hombre. Pero
cuando se trata de máquinas nías com-
plicadas y perfectas la cuestión es muy
otra. Hace anos se dijo—y nadie se ha
preocupado de desmentirlo—que la de-
cisión de la participación de los Esta-
dos Unidos en la guerra de Corea, que-
dó supeditada al informe que un cerebro
electrónico del Gobierno había de dar
sobre las posibles reacciones de la in-
dustria americana en tal supuesto. Aquí
se trata naturalmente de un caso lími-
te que excede del campo administrativo,
pero qne ilustra, mutatis mutandis, las
variaciones que en, el concepto de la res-
ponsabilidad y de toda la actuación de la
Administración, y también por tanto del
Derecho Administrativo, pueden introdu-
cir las máquinas. En esta dirección debe
trabajar la nueva doctrina.

Analizando diversos ejemplos acadé-
micos llega el autor del libro que se co-
menta a la interesante conclusión de que
en todo acto administrativo pueden dis-
tinguirse dos procesos: el de la actua-
ción administrativa (Verwaltungshand-
lung), o actuación humana en el senti-

do, tradicional, y fabricacióji administra-
tiva (Verwaltungsfabrikat) que pone de
relieve la actuación de los aparatos me-
cánicos. Desde este sugestivo punto de
partida, se estudian someramente algu-
nas conclusiones prácticas: fabricación
administrativa y Estado de Derecho, re-
percusiones en la burocracia, y respon-
sabilidad en los casos de errores de la
fabricación administrativa.

En el capítulo quinto y último se es-
tudian, en fin, algunos otros campos que
también han quedado afectados por la.
mecanización, como la función legisla-
tiva, la Administración autónoma y el
régimen federal. Sin que tampoco falte
una referencia, y un nuevo punto de
vista, a la debatida cuestión de la «ma-
chine a gouverner».

¿Hasta qué punto subsistirán estas au-
daces teorías? En cualquier caso, el in-
tento" del intento del doctor ZEIDLKR su-
pone una de las primeras reacciones del
Derecho frente a un fenómeno, que se
considera preciso «juridificar» tarde o
temprano, so pena de que la Adminis-
tración pública vea en peligro su esen-
cial condición jurídica, hoy desde tan
diversos puntos combatida.

ALEJANDRO NIETO
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Revista de Derecho notarial

Núms. 25-26. Julio-diciembre, 1959.

NÚÑE2 LAGOS, Francisco: Limitacio-
nes y beneficios en ¡as Leyes Pro-

• tectoras de la Construcción. Pági-
nas 15-143.

Ya con anterioridad a la última con-
tienda española el problema social de
la vivienda hubo de ser abordado, y a
este objeto se dictaron una serie de Le-
ye? que utilizando diversos medios ten-
dían a fomentar la construcción y la
posibilidad de alquiler o compra de las
mismas al mayor número de personas:
pero ha sido como consecuencia de aqué-
lla cuando la legislación en este sentido
ha proliferado extraordinariamente tanto
por el carácter ideológico del nuevo
régimen cuanto por la necesidad vital
de ello, dada la situación en qué el país
quedó al finalizar la guerra, y por los
problemas del crecimiento de población
y los fenómenos migratorios, Y el re-
sultado de todo ello, desde un punto
de vista jurídico, es, la existencia de un
gran número de disposiciones de todo
rango, instauradoras de diferentes sis-
temas con breves intervalos de tiempo,
y susceptibles, tanto por su multiplici-
dad cuanto por la especial naturaleza
de la materia regulada y la necesidad
de manejar conceptos y criterios que ex-
ceden del campo de lo meramente jurí-
dico, de dar lugar a ana serie de cues-
tiones de difícil «olución, pero cuya
dificultad en modo alguno legítima para
prescindir de su consideración a quienes

de una u otra forma, vienen obligado»
a aplicar tales normas.

El estudio de NÍIÑEZ LACOS sobre la
legislación de la vivienda, está enfocado
desde una perspectiva específica, la del
notario ante quien se plumean cues-
tiones de cualquier tipo con ella rela-
cionados; ahora bien, tal toma de posi-
ción no priva de valor para los adrai-
nistrativistas a su análisis, ya que, con
independencia de las personas que de-
ben aplicar o tener en cuenta las nor-
mas, su contenido permanece idéntico:
se trata, en definitiva, de una parte con-
creta del derecho administrativo, expues-
ta, además, con un sistema particularmen-
te acertado, utilizando un criterio que
podríamos denominar «de teoría gene-
ral». En efecto, tras enumerar la se-
rie de regímenes sucesivamente estable-
cidos—<;asas baratas, casas económicas,
viviendas de clase media, bonificables, de
renta limitada, etc.—, y partiendo de que,
sí bien la Ley de 15 de julio de 1954
derogó formalmente las {interiores, tal
derogación en modo alguno supone que
las demás no estén simultáneamente vi-
gentes con respecto a las viviendas a su
amparo construidas, sustituye el examen
concreto de cada una de ellas por el de
los actos jurídicos que todas ellas en
su aplicación originan, y que integran
«todo el proceso constructivo, desde la
adquisición de una parcela hasta la trans-
misión, sea por herencia o por venta, de
la casa construida».

Sobre esta base, y con una gran mi-
nuciosidad se desenvuelve el trabajo
de NÚÑKZ LACOS bajo un esquema que
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comprende, en primer término, el análi-
sis del sujeto de derecho en este tipo
dr> legislaciones, con especial referencia
a la< sociedades mercantiles, constructo-
ras benéficas y cooperativas de edifica-
ción, y, a continuación, el estudio de lu
legislación a que pueden acogerse los so-
lares al ser adquiridos, los requisitos
que deben reunir los actos de adquisi-
ción para que se les conceda los per-
tinentes beneficios fiscales, pasando, por
último, a analizar cuantas cuestiones
pueden suscitarse en el periodo de cons-
trucción del inmueble y aquellas que se
originan una vez la casa está construida
en los diferentes supuestos de que el
propietario de la misma la conserva, la
enajena, o fallezca.

En suma, se trata de un recorrido
-a través de la vida jurídica en uno de
los millones de viviendas edificadas en
los últimos años de la mano de una loa-
ble exposición sistemática.

MICUEÍ. TEJERINA PEDRUELO

Revista de Estudios de la Vida Local

Instituto de Estudios de Administra-
ción Local. Madrid. Año XIX. Nú-
mero 109. Enero-febrero 1860.

MARINAS, Valentín de las: Carta eco-
nómica. Págs. 3-17.

Estudio histórico-doctrinal del régimen
municipal especial de carta desde su apa-
rición en el Estatuto de 1924, hasta el
momento presente, así como de sus re-
quisitos y de su escasa vigencia actual.
El autor se pronuncia en favor de una
mayor aplicación de este sistema. Biblio-
grafía.

MOSQUERA, Luis: El estatuto local de
Berlín. Págs. 44-51.

Estudio de la nueva regulación de Ber-
lín, constituido en Estado dentro de la
República Federal, pero simultáneamen-
te con su condición de municipio según
su Constitución propia de 1 de septiem-
bre de 1950. Esta dualidad determina
cierto número de peculiaridades en su
organización y reparto de competencias,
que son el objeto principal del artículo.

CIURAXA FERNÁNDEZ, José M.a : La ra-
pidez y la eficacia en la Administra-
ción. Págs. 52-59.
Vivimos en plena euforia racionali-

zadora del actuar administrativo, y coma
ocurre siempre en los movimientos re-
formistas, unos cuantos términos bien es-
cogidos por su eufonía y su impreci-
sión sirve de slogan para lanzar campa-
ñas tan hueras como ampulosas. Que la
Administración precisa de una reforma
profunda en algunos sectores de su acti-
vidad, es evidente; pero que ello pueda
llevarse a cabo mediante la simplicísima
aplicación de unas cuantas ideas de sen-
tido común, nuevos huevos de Colón
que sólo una inepcia o una apatía mons-
truosas pudieron desconocer, es algo mu-
cho más discutible. Entre la profusión
de literatura dedicada a difundir esta
segunda idea figura este artículo del se-
ñor CIURANA, quien, fervoroso seguidor
de la equiparación de la Administra-
ción a una empresa mercantil más, an-
hela la llegada del día en que «los fun-
cionarios dirigentes de la Administra-
ción, en su trabajo, apliquen la duda
metódica preconizada por DESCARTES en
filosofía». Lo cual, ni lo hacen los «téc-
nicos de las empresas», ni, de hacerlo,
contribuyen ciertamente a la rapidez de
sus administraciones. Acto seguido exami-
na un caso concreto de lentitud admi-
nistrativa en la esfera local—motivada
por la necesidad de subasta para una
pequeña obra que importa algo más de
15.000 pesetas—y preconiza, para mejo-
rar el sistema, la constitución de agru-
paciones de vecinos ad hoc que, «sin
proyecto oficial, ni concurso, ni subas-
ta, ni cualquiera otra actividad adminis-
trativa», realicen la obra «por cuenta
y riesgo de los interesados» quienes lue-
go la donan al Ayuntamiento el cual
reparte el importe de las obras entre
esos interesados. «Si un vecino no quie-
re pagar, no se le puede obligar», y las
garantías jurídicas frente a posibles abu-
sos quedan perfectamente salvaguardadas
por las relaciones humanas y la comu-
nicación: «confabulaciones y abusos son
imposibles por cuanto los precios de
los materiales y jornales son generalmen-
te conocidos y muy especialmente por
los contratistas rivales del que hace la
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obra, que enseguida lo pregonarían a
los cuatro vientos».

Mucho nos tememos que esta reforma
plantease más litigios, dilaciones y mo-
lestias que la regulación actual; el viejo
HAURIOU sabía muy bien que incluso
las medidas que benefician a lodos ne-
cesitan de cierta coerción, y que no es
tan fácil poner de acuerdo a diez veci-
nos para pavimentar una acera. Tanto
más cuanto que aquí la reforma con-
siste plenamente en adecuar los trámi-
tes proccdimentales a la realidad, dis-
pensando de subasta a las obras de me-
nos de 25, 50 ó 100.000 pesetas, con lo
cual siguen en pie todas las ventajas
del procedimiento actual, que no está
ahí sólo para molestar, y se ahorran aso-
ciaciones, repartos, inspecciones, dona-
ciones y pregones a los cuatro vientos.

M. P. O.

Revista Internacional de Ciencias
Administrativas

Volumen XXV, 1059. Núm. 2.
Volumen dedicado al estudio de la Ad-

ministración en la República Fede-
ral Alemana.

WKRXF.H. Fritz : Observaciones sobre
las nuevas tendencias del Derecho
administrativo alemán. Págs. 137-141.
Kl autor pone de manifiesto la rela-

ción íntima entre la Constitución y la
Administración. I.a Constitución de la
República Federal Alemana contiene dis-
posiciones que van más allá de la mera
organización y afirmación de los dere-
chos fundamentales y que suponen una
clara influencia no sólo sobre la Admi-
nistración federal sino también sobre
la particular de los Lander. Ello es de-
bido a que la República Federal es
un estado de derecho social según la
prescripción contenida al respecto en los
artículos 20 y 28 de la Constitución. Es-
to comporta consecuencias para el de-
rocho administrativo que en parte con-
tinúa teniendo el contenido tradicional
al que se une el reciente derecho de las
prestaciones administrativas. Por otro la-
do por una modificación del sentimien-
to de justicia una serie de leyes admi-

nistrativas manifiestan una aspiración u
transformar los reveses de la fortuna
de los administrados en prestaciones mo-
netarias. Aparte de las consecuencias que
comporta en orden a la política finan-
ciera y al derecho presupuestario esto
supone que el Kstado se ha convertido
en el más grande deudor de nuestro
tiempo. El derecho de crédito típico del
derecho civil hace su entrada en el de-
recho administrativo. Por último, señala
el autor, que la transformación de la ad-
ministración material se acompaña con
Id trasformación del sistema de protec-
ción jurídica y con la importancia que,
en el seno de la separación de los po-
deres, adquiere el poder judicial.

SCHIKRMACHER, Herbert : ha adminis-
tración en los Lander y en los Muni-
cipios. Págs. 142-149.

F.n Alemania Federal ejercen la Ad-
ministración diversos organismos: la Fe-
deración, los Lander, los Municipios y
agrupaciones de éstos, las Corporacio-
nes, Kstablecimientos y Fundaciones de
Derecho Público. Las leyes federales
pueden ser ejecutadas por la misma Fe-
deración y por los Lander yo sea en
materias de su propia competencia ya
sea en lugar y representación de la Fe-
deración. El autor distingue en la ad-
ministración de los Lander, aunque no
sea uniforme, tres grados: el Gobierno
del Latid y las autoridades superiores
con competencia general; las instancias
intermedias que comprenden autoridades
generales y especiales, y organismos in-
feriores de la Administración general
constituidos por los cantones y las gran-
des ciudades. Señala que los regímenes
municipales pueden reconducirse a tres
categorías: régimen con predominio del
Consejo Municipal o Ayuntamiento; pre-
dominio del Burgomaestre, y predomi-
nio del Magistral, órgano colegial en el
que el Burgomaestre no pasa de ser un
primus inter pares, ejecutor de sus de-
cisiones y jefe de la administración. Con-
cluye afirmando que la organización ad-
ministrativa alemana no encarna defini-
tivamente el sistema de administración
autónoma y que se prevé una tendencia
hacia la concentración con la reducción
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del número de Lander y la reorganiza-
ción de los municipios.

PETEK, Hans: Concepto de la descen-
tralización administrativa. Páginas
150-154.

Por descentralización administrativa
entiende el autor el conjunto de ten-
dencias que, en el seno de los servicios
públicos, conducen a un desplazamien-
to del poder de decisión en ciertas ma-
terias de los órganos de la administra-
ción central hacia otras autoridades y
funcionarios. Los regímenes totalitarios
manifiestan una tendencia a la centrali-
zación mientras que en las democracias,
como la República Federal Alemana, la
centralización ejerce una función esen-
cial que se traduce en su organización.
El principio federal, aunque ejerza un
efecto desecntralizador debe ser diferen-
ciado de la descentralización. El autor
analiza la descentralización territorial, la
descentralización por servicios, la des-
centralización por creación de Corpora-
ciones de Derecho Público que reúnen
a los habitantes de un territorio para
cumplir tareas propias de los municipios,
la desconccnlración cuando el «•uinpli-
miento de los fines estatales se realiza
por los municipios o las asociaciones de
municipios en un prado más elevado, y
por último, por medio de la creación de
personas jurídicas a las que se les atribu-
ye fines estatales. El autor hace una enu-
meración de las tareas administrativas tal
como ellas se presentan desde el punto
de vista de la descentralización.

WACKE, Gerhard : Regímenes jurídicos
del personal administrativo. Páginas
155-159.

Sólo un cincuenta por cirnto aproxi-
madamente del personal administrativo
en Alemania está sometido al Estatuto
de Funcionarios mientras que la parte
cuantitativamente más importante se ri-
ge por el derecho privado. Esta diferen-
cia está consagrada en la Ley Funda-
mental. Se extiende el autor en conside-
raciones históricas remontándose hasta
finales del siglo dieciocho hasta llegar

al artículo 33 de la Constitución. La apli-
cación de los principios contenidos en
ésta es objeto de la legislación especial
de la Federación y de los Lander. Es-
tudia el Estatuto de Funcionarios en re-
lación con las clases de funcionarios,
nombramientos, derechos, deberes y re-
muneración. Los Lander tienen una le-
gislación especial. Para realizar la uni-
formidad la Federación ha promulgado
una Ley cuadro recogiendo los princi-
pios de Derecho Federal sobre los cua-
les han de inspirarse y colocarse las re-
gulaciones de los Lander, para el 1 de
septiembre de 1960. Estudia el régimen
especial de empleados y obreros de los
servicios públicos contratados para este
fin, a quienes no se aplica el derecho
común por lo que esta materia difiere
y no se rige por el derecho del trabajo.
Esta especial normación deriva de la fa-
cultad que la Federación tiene en vir-
tud de la Ley Fundamental para elabo-
rar en esta materia un derecho exclu-

MORO SERRANO, Sebastián : Carreras
administrativas y ascensos en la Jun-
ción pública federal. Páginas 160-
160.

En una introducción el articulista se-
ñala cómo no obstante la prevención exis-
tente en Alemania contra los funciona-
rios de carrera después de la segunda
guerra mundial por haberse éstos some-
tido dócilmente a los dictados del Na-
cionalsocialismo, la Ley Fundamental or-
ganiza la función pública bajo el régi-
men de carreras. Por otro lado en con-
traste con el Derecho vigente hasta su
promulgación, la B. B. C. exige requi-
sitos mínimos de formación a los futu-
ros funcionarios y señala principios para
la configuración de las carreras. El rr
glamento de 31 de julio de 1956 des
arrolla los parcos preceptos que sobre
la materia contenía la B. B. G. En el ar-
tículo se tratan las siguientes cuestií
nes: concepto de carrera y estructura-
ción de las mismas (iniciación de la re-
lación de servicio y colocación definiti-
va); candidatos de carrera; candidatos
no de carrera; apreciación de los ser-
vicios prestados por los funcionario»"
perfeccionamiento; promociones.
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Si'AGNN'KR, Hans : El procedimiento ad-
ministrativo no contencioso. Página*
167-172.

El Derecho alemán carece de norma
para el procedimiento administrativo y
esta ausencia en parte se explica por la
diversidad de actividades que la Admi-
nistración desarrolla y en parte por la
estructura federal alemana que priva al
legislador federal de intervenir en el
procedimiento administrativo de las au-
toridades de los Lander. Como fuentes
principales de los principios informado-
res, señala: las normas contenidas en
el procedimiento contencioso (en parti-
cular lo que concierne a los recursos con-
tra los actos en vía administrativa); las
normas específicas de cada sector de la
actividad administrativa; los principios
desenvueltos por la práctica y la juris-
prudencia, y los principios de la doc-
trina. El resto del artículo trata en pá-
rrafos separados y numerados del acto
administrativo, sus características, forma,
competencia, procedimiento, derecho de
audiencia de los interesados, prueba,
recursos administrativos, el problema de
la fuerza de verdad legal del acto ad-
ministrativo y del procedimiento de eje-
cución.

Ui.E. Cari Hermán : Jurisdicción a'J-
ministratia. Págs. 173-183.

Tendencia reciente del Derecho Públi-
co alemán es la integración de la ju-
risdicción administrativa en el poder ju-
dicial y su diferenciación con los tribu-
nales ordinarios. En cuanto a la atribu-
ción de competencias, y frente al cri-
terio limitativo de la Constitución de
Weimar caracterizado por una enume-
ración de aquéllas, la Ley Fundamental
de 1946 inviene el criterio mediante la
admisión de una cláusula general, con
alguna excepción, en favor de los tribu-
nales ordinarios. La estructura de las
jurisdicciones varía en los distintos Lan-
der. El Gobierno Federal preparó en
1952 un proyecto para conseguir la uni-
formidad que todavía no ha sido apro-
bada y que prevé también la simplifi-
cación del número de recursos (gene-

ralmente tres en vía no contenciosa y
tres jurisdiccionales). El autor resalta la
importancia que junto al recurso de
anulación ha cobrado en el Derecho Ad-
ministrativo de la Economía el recurso
en ejecución dirigido a lograr una pres-
tación positiva de la Administración.
La sentencia con que termina el pro-
cedimiento en primera instancia puede
ser objeto de recurso ante la Jurisdi-
ción superior y la decisión de esta úl-
tima puede llevarse ante el Tribunal
Administrativo Federal, que es instan-
cia de revisión por violación del Dere-
cho federal o vicio de procedimiento.
Señala el autor el enorme atraso de este
Tribunal en el despacho de asuntos, cal-
culándose en 1958 en 4.000 las causas
atrasadas. Se estudia detenidamente el
problema de la suspensión de efectos de
los actos impugnados y el problema de
la ejecución oV sentencias. Termina el
artículo con unas conclusiones.

BACHOI', Otto : Los tribunales admi-
nistrativos especiales. Págs. 184-192.

Comienza el artículo distinguiendo en
lañ jurisdicciones administrativas especia-
les las previstas y las no previstas en
la Constitución. Se estudian sólo las pri-
meras, que no son objeto de controver-
sias y que se reducen a las jurisdiccio-
nes en materia social, fiscal y discipli-
naria. La disciplinaria conoce de las vio-
laciones de los deberes de los funcio-
narios, jueces y militares con exclusión,
por supuesto, de las infracciones consti-
tutivas de delito. El derecho discipli-
nario federal se contiene en el Código
de 1952. Las sanciones leves se aplican
en vía jerárquica. Las graves son objeto
de un procedimiento jurisdiccionalizado
con dos instancias. El régimen discipli-
nario de los miembros de los Tribuna-
les Federales sólo comprende un grado
de instancia: el Tribunal Disciplinario
Federal con una composición ad hoc. Los
tribunales militares son exclusivamente
federales y su competencia se extiende
más allá de lo disciplinario. El resto del
artículo estudia la jurisdicción fiscal y
las jurisdiciones sociales.
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FIKDLER, Ewalof: Administración y
Dereclio presupuestario. Págs. 193-

200.

Comienza el autor exponiendo cuáles
son y qué funciones competen a los or-
ganismos encargados de las haciendas
públicas. Señala la independencia finan-
ciera de la Federación y de los Laiider
cuyos presupuestos están sometidos uí
examen y aprobación del Parlamento
por medio de la correspondiente ley pre-
supuestaria. Los Lünder toman parte en
el establecimiento del presupuesto fede-
ral por mediación de! Consejo Fede-
ral compuesto por miembros de sus go-
biernos. En cambio la Federación no
ejerce ninguna influencia en los presu-
puestos de los Lünder. Los municipios
y agrupaciones de éstos gozan de auto-
nomía financie™ pero sometiendo anual-
mente la aprobación de los presupues-
tos elaborados a la autoridad tutelar.
Se estudian en el trabajo además de
los problemas señalados los siguientes,
reparto de los impuestos y reparto de
las obligaciones, el derecho presupuesta-
rio propiamente dicho, señalándose las
distintas fuentes aplicables a la Fede
ración, los Liindur, y los municipios.

J. R. P.

La Revue Administrotive

Marzo-abril. 1960. Núm. 64.
DAYRIÍ, J. : i.a l\c]onne des foiiclio-

•mes. PAsjs. 189-199.

Un precedente de la reforma adminis-
trativa es la reforma de funciones. El au-
tor concibe al Estado en su introduc-
ción, como un basto complejo de em-
presas al servicio de. la nación, al ser-
vicio del ciudadano.

A la busca de criterios de orientación
en este campo, él utiliza tres: el crite-
rio del orden moral, el de la economía
financiera y el más amplio de producti-
vidad social. Acerca del primero advier-
te que hay un deseo general de restau-
ración de la dignidad y autoridad de la
función pública, para que así, el Estado
sea una institución respetable y respe-
tada. Pero este criterio es a primera
vista insuficiente. A la respetuosidad, a

la dignidad, hay que añadir la eficien-
cia y el rendimiento y para lograrlo se
exigen una serie de medios, medios fun-
damentalmente económicos: es el crite-
rio de la economía financiera. Por últi-
mo el problema económico quedaría va-
cío de contenido si no se enlazara estre-
chamente con la organización y la pro-
ductividad social en este sentido amplio
Dos ejemplos a este respecto: orienta-
ción del público, encuadratniento y si-
tuación material y lógica de los estable-
cimientos públicos.

Se plantea a continuación otro proble-
ma previo de fondo, reformas de estruc-
tura o reformas de procedimiento. No
hace falta ser muy ambicioso para triun-
far mejor. Este, punto es importante.

En cuanto a la reforma concreta de
funciones el Ingeniero señor DKYBE afir-
ma que es preciso que los hombres que
sirvan al Estado tengan una voluntad
común de mejorar el rendimiento de
su servicio y es preciso que esta volun-
tad no se vea interferida por los meca-
nismos que rigen el empleo. La reforma
de la función es un denominador común
a todas las ramas de los servicios públi-
cos y ha de basarse en una serie de pun-
tos concretos:

1." Es necesario desarrollar un espí-
ritu nuevo, un estado nuevo de opinión
en el ámbito de la función pública.

2." Que los funcionarios estén inte-
resados en el logro de una mayor pro-
ductividad social no sólo en su remu-
neración corriente sino a lo largo de
toda 6U carrera administrativa.

3." Una mejor selección en las téc-
nicas para aumentar la utilidad posible
de vocaciones y capacidades.

4.° Hay que delegar lo más amplia-
mente posible las responsabilidades en
todos los grados de la jerarquía.

5." La estructura presupuestaria se ha
de adaptar a las exigencias de una ges-
tión económica y eficiente.

6." La contabilidad pública ha de ser
un fiel reflejo de los resultados econó-
micos de cada gestión.

Tras un análisis detenido de estos pun-
tos el autor concluye afirmando la filo-
sofía de sus ideas sobre los temas ex-
puestos. Todas las ideas son interdepen-
dientes y se condicionan mutuamente, lo
que hay que procurar es no desequili-
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iirarla¿. Esto es pues una especie de
avance frontal sobre la reforma de la
función pública, sin embargo no tiene
por qué ser puesto en práctica en to-
jos los servicios públicos, puede utili-
zarse en fases sucesivas pasando de un
•organismo público a otro, pudiéndose
comenzar por los Departamentos minis-
teriales o por las Direcciones de servi-
cio que serán las que mayor interés de-
noten por lu reforma de funciones.

Por áliimo, una prevención ante la
reforma administrativa. Hay quizás ex-
cesivo prurito en llevar a cabo refor-
mas jurídicas, elaboración de proyecto»
de ley y de leyes de bases pero, hay
menos voluntad de aplicación y puesta
•en práctica en la realidad. Se trata más
bien de una reforma de hechos de es-
píritu y de sentir común. Es cierto que
será un camino lento y largo, razón de
más para comenzar enseguida.

A. DE JUAN ABAD

ítevuc du Droit Public et de la Science
Polirique en Fronce et- a l'erranger

Enero-febrero 1960. Núm. 1.

REYMOXD, Franijois: Le domaine pu-
blic mobiUer. P¿igs. 49-66.

El dominio público, su concepto y eu
naturaleza es una cuestión polémica den-
1ro del Derecho Administrativo francés
y se puede afirmar que cada investiga-
dor o estudioso del Derecho público
:hu dejado su nombre para una teoría
•nueva del dominio público o bien para
una negación de toda utilidad al con-
cepto del mismo.

Dentro de esta gran diversidad de
•opiniones, el dominio público de los
muebles constituye una zona privilegia-
da. Pocos autores niegan su existencia.
Entre ellos sin embargo debemos citar
a BEKTHÉI.ÉMY. Para este autor el cri-
terio territorial y la imposibilidad de
apropiación privada excluyen a los mue-
bles del dominio publico. Pero esta pos-
tura se halla hoy ampliamente superada
y se afirma la posibilidad y la existen-
cia real de un dominio público sobre
los bienes muebles, pero sin analizar-los
posibles problemas que esta afirmación
«ntraña dentro del campo del Derecho

Administrativo. El profesor RKYMOND se
ocupa de esta problemática y la estudia
desde dos puntos de vista, lo cual cons-
tituye las dos partes de su trabajo. En
la primera parte se hace y se resuelve
la pregunta de si existe realmente un
dominio público de muebles y en la
segunda, aclara el concepto intrincado de
Ion llamados regímenes legislativos es-
peciales.

En ]a primera parte del trabajo se
lleva a cabo un estudio detallado y con-
creto de la materia a la luz de la juris-
prudencia de la Cour de cassation y 6e
concluye afirmando a la vista de los
distintos casos citados, que el conteni-
do de la demanialidad está constituido
por un conjunto de reglas propias del
derecho público y en las que la inaliena-
bilidad es un elemento, el más impor-
tante sí, pero no el único. Pero el do-
minio público de los muebles en los ra-
ros casos en los que se reconoce se nos
presenta casi exclusivamente con la nota
de la inalienabilidad y su consecuencia
la imprescriplibilidad, mientras que el
dominio público inmobiliario es mucho
más rico en contenido. Es preciso seña-
lar que todos los casos en que la juris-
prudencia se pronuncia durante el si-
glo xix se referían a objetos mobilia-
rios que pertenecían al patrimonio ar-
tístico o histórico de la nación (mauso-
leos, miniaturas, tapices). Pero estas de-
cisiones jurisprudenciales desaparecen a
fines del siglo xix. Y esto se debe sen-
cillamente a que, en esta época, una in-
tervención legislativa en la materia que
nos ocupa creó y dio un régimen legis-
lativo especial a esta materia del pa-
trimonio artístico y los objetos que lo
integran. Después de la inconsistencia
misma de la doctrina del dominio públi-
co mobiliario, el agotamiento de la ju-
risprudencia que constituye la base más
sólida de una teoría de este dominio
muestra en última instancia que esta
noción hoy día tiene poca existencia
real.

En la segunda parte dedicada al es-
tudio de los regímenes legislativos es-
peciales de los que ya hablamos antes
se aclara una aparente contradicción.
La que resulta al negar en primer lugar
la existencia real de un dominio públi-
co mobiliario para estudiar después el
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régimen especial establecido para cier-
tos muebles por leyes particulares. Pero
esta contradicción no es más que apa-
rente. En el primer caso se trata de es-
tudiar la existencia eventual de una
creación doctrinal y jurisprudencial y
en la segunda, de precisar los regímenes
establecidos por el texto de las leyes.
Es así como se estudian los regímenes
especiales siguientes: 1. El de los ar-
chivos, a través de los Decretos de 1809
y 1855, donde se dan las notas de inalie-
nabilidad e imprescriptibilidad. 2. La
ley de 1887 reformada por otra de 1913
que constituye hoy en día la carta de na-
turaleza de los monumentos históricos, y
una ley de 1946 sobre los objetos de
interés científico y artístico clasificados
por el Ministerio de Educación, y por
último, 3. El régimen especial relativo a
los objetos de culto regulados por una
ley de 1905. Del análisis de estos diver-
sos regímenes se concluye que no pode-
mos obtener una noción coherente del
dominio público de muebles y sólo cabe
afirmar la permanencia constante de las
notas apuntadas.

A. DE JUAN ABAD

Burocrozio

Anno XV. núm. 3. Marzo, 1960.

GONELLA, Guido : Sui limiti al dovere
di obbedenza verso il superiore. Pá-
ginas 81-86.

Dentro de todo organismo social com-
plejo, la idea de subordinación jerár-
quica constituye un factor esencial de
cohesión entre los varios supuestos par-
tícipes en aquella: de aquí el valor fun-
damental del principio de jeiarquía, sus-
ceptible, doctrinalmente de análisis des-
de una perspectiva diversa, según se par-
tn de la idea de coordinación o subordi-
nación. Ahora bien, tal diversidad, que
confiere asimismo un doble relieve en el
terreno dogmático al mencionado prin-
cipio, presenta un valor puramente mar-
ginal cuando se trata de estudiar los
límites del deber de obediencia del in-
ferior hacia el superior, por tratarse
de una situación subjetiva encuadrablc
en cualquier supuesto de subordinación,

con independencia de su calificación ju-
rídica. Lo único que a este respecto in-
teresa, es tener en cuenta que el deber
de obediencia surge del principio de je-
rarquía «latu sensu» y tiene su corre-
lativo en el poder de mando atribuido
al superior.

No resulta fácil determinar cual sea er
límite de este deber de obediencia ya
que el mismo se encuentra en un punto
de fricción, de indudable delicadeza,,
entre dos exigencias conlluyentes: la de
coordinación de actividades dirigidas ¡»
un mismo fin, que encuentre su más se-
gura salvaguardia en el principio de
obediencia y la de no conferir relevan-
cia jurídica a las órdenes viciadas de
ilegitimidad, vicio susceptible de ser
constatado en virtud de control del in-
ferior. Pero la transcendencia práctica
de la cuestión ha obligado, en Italia,,
como en otros muchos países, a deter-
minar dichos límites, y, en este sentido,
se dicta el artículo 17 del Estatuto de
Empleados civiles del Estado, de 10 de
enero de 1957; a tenor del mismo, los
empleados que reciban una orden que
consideren manifiestamente ilegal debe-
rán devolverla para nueva consideración,,
exponiendo al superior las razones que
tengan para clasificarla de ilegal; pero,
si la orden se les ratifica por escrito,,
deberán proceder a su ejecución, excep-
to en el caso de que tal acto esté pro-
hibido por la legislación penal.

Naturalmente, un precepto de este ca-
rácter, que encuentra complemento obli-
gado en las disposiciones penales, e*
susceptible de crítica: sus inconvenien-
tes fundamentales derivan de la posi-
bilidad de que el sistema llegue a pa-
ralizar la acción administrativa y, de otro
lado, se convierta en una costumbre de-
eficacia meramente formal, dirigida a tu-
telar al subordinado. Pero tales inconve-
nientes, resultado de aplicar el sistema
que se establece para finalidad discon-
forme con su «ratio» última, y subsana-
bles en todo caso, no pueden hacer ol-
vidar cuanto de valor entraña el mismo,
que se traduce, sustancialmcnte, en po-
sibilitar en su momento, a través de la
coribtancia por escrito de la orden, la
determinación del verdadero responsa-
ble de 1» infracción, sin que, por otro-
lado, implique en modo alguno contra-
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dicción co#« el principio constitucional
de responsabilidad directa del funciona-
rio por actos cometidos violando el de-
recho, ya que, lo que en definitiva hace,
es poner en relación este principio con
el de jerarquía administrativa, trasladan-
do la responsabilidad al causante efec-
tivo de la infracción.

Los efectos prácticos de tal precepto,
así como la naturaleza jurídica del po-
der de desobediencia reconocido al in-
ferior se analiza someramente por Go-
NELi-O, quien llega a la conclusión de
que tal poder debe ser calificado más
exactamente como poder-deber, potestad
de obligatorio ejercicio que encuentra su
justificación última en la necesidad de
habilitar un instrumento eficaz para la
actuación del principio radical de todo
ordenamiento jurídico que se desenvuel-
va bajo el signo de la democracia y de
la libertad: el de subordinación del
Estado al supremo gobierno del Dere-
cho.

TARANTO, Amilcare de: ítaporti fra
procedimento pénale e procedimen-
to disciplinare in c.onsequenza di
sentenza di condenna ud assoluzio-
ne. Págs. 87-92.

Dentro del estudio de DE TARENTO, de-
dicado a señalar tomando como punto
de partida el Estatuto de Empleados ci-
viles de enero de 1957, los efectos que,
en el orden disciplinario produce la con-
dena o absolución en juicio de un fun-
cionario de la misma, reviste especial in-
terés la exposición de los requisitos y li-
mitaciones de orden material y tempo-
ral que se han impuesto a la Adminis-
tración italiana para poder exigir res-
ponsabilidad a sus empleados tras haber-
se dictado sentencia absolutoria contra
los mismos, límites recogidos de las
decisiones del Consejo de Estado que
como se pone de relieve, han constituido
el antecedente fundamental de la nueva
normativa en esta materia.

M. TEJERINA PEDRUELO

Rivista trimestrole di Diritto Publico

Núm. i. Enero-marzo 1959.

RENATO, Giuseppe: Studi comparati
stdl'istituto delLa "délégation d'auto-
rité". Págs. 113 a 177.

El profesor RENATO lleva a cabo un es-
tudio concienzudo y detallado del fenó-
meno administrativo de la delegación de
autoridad en el amplio campo del dere-
cho administrativo comparado. Señalare-
nos esquemáticamente los puntos funda-
mentales sobre los que gira su investiga-
ción. En primer lugar se ocupa de los ar-
gumentos para el estudio de tal institu-
ción y del concepto base de la misma.
Son interesantes a este respecto las distin-
ciones que realiza en cuanto a los tipos
de delegación, interna, externa implícita
y de hecho, así como también la más
fundamental de delegación administra-
tiva y legislativa.

En el segundo apartado de su trabajo
el profesor Giuseppe RENATO estudia el
ámbito la posibilidad y los límites de la
delegación de autoridad, de esta parte
sin duda es interesante el análisis de un
sector particular de la esfera administra-
tiva, el de la policía, dentro del cual la
delegación de autoridad tiene notas espe-
cíficas. Tras un análisis del ordenamien-
to estatal italiano a este respecto se lleva
a cabo una determinación concreta de
los casos de delegación de poder, asi
como de su aplicación. Es también cu-
rioso el análisis de los casos de delega-
ción de autoridad de los entes inferiores
a las superiores concretamente en el
derecho de policía alemán.

Finaliza este documentado trabajo con
la exposición clara y sistemática de los
elementos de la delegación de autoridad,
su nacimiento y desarrollo analizando los
supuestos de delegación, competencia,
control, responsabilidad y revocación. Se
propugnan las reformas legislativas nece-
sarias en el ámbito de la reforma admi-
nistrativa y se cierra el trabajo con un
estudio más detallado de la delegación
«de facto» y la implícita. Concluye el
trabajo afirmando que el problema de
la centralización o de la desconcentra-
ción, en el cual se encuadra toda la pro-
blemática de la delegación de autoridad.

409



B I B L I O G R A F Í A

tiene un aspecto estático y otro dinámico,
y que en efecto tales cuestiones se refie-
ren no sólo a la esfera territorial de la
validez de ciertas normas jurídicas, sino
también a los métodos de creación y de
ejecución de tales normas. Se advierte
una tendencia general a utilizar y per-
feccionar el sistema de la delegación de
autoridad como medio para conseguir
una mayor desconcentración y desconges-
tión en la Administración pública, lo que
consigue la aceleración del procedimien-
to administrativo y '1 estrechar los lazos
de confianza y seguridad entre los admi-
nistrados y la Administración con una
mayor confianza y un mejor conoci-
miento.

Núm. 2. Abril-junio 1959.

SAUÍMI, G. : II áiritto amininistrath'o
italiano nett'ultimo cinquantenw. Pá-
ginas 237-246.

En la última lección de cátedra del
profesor SALEMI en la Universidad de
Palermo, tras su larga etapa de enseñan-
za universitaria, se, lleva a cabo un estu-
dio panorámico sobre las notas más do-
minantes de la evolución del Derecho
administrativo italiano de los últimos
cincuenta años.

En 1900 la situación científica del de-
recho administrativo, afirma el profesor
SALEMI, era estacionaria y limitada. Pocas
leyes, aunque buenas, y pequeña la acti-
vidad social del Estado. Como novedades
interesantes en esta etapa la creación de
una IV Sección en el Consejo de Estado,
algunas leyes sobre la justicia adminis-
trativa en el ámbito local y sobre las ins-
tituciones de la Beneficencia pública. 1.a
doctrina estaba bajo el impacto de 1»
obra de ORLANDO Tratado de Derecho
administrativo, faltan estudios sobre la
parte general, hecha la salvedad de lo?
«principios de derecho administrativo del
profesor ROMANO.

Después de esta fecha surgen en la doc-
trina las magníficas obras de CAMMEO COB
su Curso de Derecho Administrativo,
RANELLKTTI con sus Principios, PRESUTTJ
con sus Instituciones y los Cursos de FE-
RRARIS y SALANDRA. Siendo todos ellos de
tendencias diversas. Hay una preocupa-

ción del nuevo Derecho positivo de ca-
dico, en lo que se nota la influencia de
la escuela alemana, pero estas cuestiones
se ven superadas por la aparición de la
obra de ROMANO sobre el Ordenamiento
jurídico. Por lo que hace referencia a la
jurisprudencia del Consejo de Estado se
liace en este período copiosa, pero siem-
ire austera y válida colaboradora de la
doctrina. La primera guerra mundial
abre un forzoso compás de espera.

Pero la victoria no basta; a esta eta-
pa sigue otra de especiales característi-
cas, que en todo está condicionada al
fenómeno político fascisia. Hay obras ds
naturaleza abstracta, como los estudios
de DONATI, y otras de estudio y aplica-
ción quizás excesiva por el método jurí-
rácter corporativo. Finalmente, y tras una
breve etapa de transición se llega a la
meva Constitución. La doctrina se de-
lica al estudio de la misma y de las nue-
vas instituciones administrativas, aunque
se resiente de la incertidumbre y de las
perturbaciones generales: de ahí que sus
obrss difieran frecuentemente unas de
otras. Hay falta de unidad.

Abundan los estudios de carácter ge-
neral bajo el título de Cursos Manuales
Elementos del Derecho administrativo, lo
que en sustancia responde a una incor-
poración plena de profesores y alumnos
al trabajo profesional. Señalemos por su
especial brillantez los de ZANOBIKI, GASPA-
RRi, GIANNINI, MIELE y SANDUI.LI. Esto no
quiere decir que falten las obras mono-
gráficas. Así cabe señalar en materia
urbanística la obra de TESTA: en mate-
ria de policía la de VIRCA, en transportes
la de Rossi. El volumen sobre Descen-
tralización de LUCIFREDI, etc., etc.

En resumen, el derecho administrativo
de los últimos cincuenta años, en estrecha
fusión con el derecho constitucional se
ha desarrollado y transformado en pro-
fundidad y con prontitud. Y hoy se da
la feliz coincidencia de jóvenes alumnos
y jóvenes maestros, tales como AI-ESSI,
AMORTH, GUARI.NO, BENVENUTI. Todo ello
coloca a la ciencia administrativa italiana
a una gran altura en el campo del dere-
cho comparado.

A. DE JUAN ABAD.
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Nuovo Rossegno di Legislazione,
• Dot trina e Giurisprudcnia

Año XVI, núin. 4. Florencia, febrero,"
•'1860. ' '

PINTÜS, Mariano: Cicroscrizioni pro-
•vinciali problema secolare. Páginas
337-340.

La organización provincial italiana tie-
ne su origen y fundamento en la ley de
'¿í de octubre de 1859 emanada del pre-
sidente CAVOUH y de la Ley Peruzzi de
20 de marzo de 1865, dictadas ambas
en momentos decisivos para la vida po-
lítica, del país y que no respetaron ni
siguieron en su elaboración un criterio
racionalista y organizativo, estando más
bien impulsadas por exigencias de la tra-
dición histórica, de la uniformidad geo-
gráfica y de las estructuras económicas
locales. Todo esto hizo que con el acon-
tecer histórico y con el sucesivo engran-
decimiento del país, tal dimisión en cir-
cunscripciones del territorio nacional ha-
ya sido duramente criticado y hayan si-
do también varios los inventos, hasta
ahora infructosos, de reforma. Entre és-
tos señalemos los proyectos RICASONI,
CADORNA y LANZA. De tal malestar se hi-
zo eco la subcomisión integrada por los
diputados CELBSIA, PIANCIJVI y RUCCELI
que en 1876 fue encargada de exami-
nar el proyecto de ley NICOTIERA, que
constataba de que forma las circuns-
cripciones se construyeron sin tener en
cuenta ni reflejar las condiciones de afi-
nidad topográfica, geográfica e históri-
ca. Había sobre todo un fenómeno claro
de desproporcionalidad en la extensión
del territorio que comprendía cada cir-
cunscripción. Lo cual llegó a la sub-
comisión a afirmar que a medida que una
circunscripción es más grande y se ex-
tiende, la dificultad de una buena ad-
ministración crece en proporción geomé-
trica a la extensión. Señalaba en sus con-
clusiones la citada subcomisión que de-
bían ser tres las condiciones que había
de reunir una circunscripción para lo-
grar una buena descentralización:

1.° Que sea tal que presente un com-
plejo económico homogéneo.

2.° Que por su extensión no repre-
sente un obstáculo para una buena ad-
ministración.

3." Que no sea tan pequeña que im-
pida forzosamente el ejercitarla. .

Y finalizaba su informe proponiendo
soluciones estructurale's: o bien la adop-
ción de una circunscripción formada por
e) agrupamiento de mayor número de
ayuntamientos bajo la forma de ayun-
tamientos cantonales o dé distritos, o
bien la reducción de las actuales provin-
cias a unas dimensiones más justas y
razonables.

El "problema así esbozado no ha sido
resuelto y pocos fueron los proyectos
de reforma que siguieron al examina-
do, habiendo todos ellos corrido la mis-
ma suerte. El por qué de esta oposición
de hecho, ante el problema tan decisi-
vo para una buena administración local,
tiene un motivo sentimental de fondo,
motivo que se introduce casi inadverti-
damente desde el momento en que se
intenta cualquier cambio, en la reali-
dad. Los problemas que surgen de esta
niala distribución territorial son nume-
rosos, no sólo desde el punto de vista
social, sino también desde el punto de
vista económico y de mayor rendimiento
de la actividad administrativa y de los
servicios públicos. Tales diferencias y
desigualdades deben ser superadas, sobre
todo en un momento en que la constitu-
ción vigente prevé las regiones y abre
una ventana a sistema de distritos.

PAZZAGUA, Isidoro : 11 centenario digll'
o-rdinannento ammwistrativo italiano:
Significativa cerimonia a, Tovino.

El transcurso de la fecha del 23 de
octubre de 1859 que vio constituirse el
primer núcleo del ordenamiento admi-
nistrativo italiano no podía pasar in-
advertida. Fue esta ley la que encuadró
la provincia como ente autárquico terri-
torial e» el nuevo Estado italiano. Esta
ley constituyó el primer texto de ley
de régimen local para los territorios uni-
ficados del Reino Sardo Piamontés y
de la Lombardía, que con la anexión
de los otros territorios se extendió a
toda la nación. El carácter de verdade-
ro ente autárquico territorial viene dado
a la provincia a partir de la ley. de 30
de diciembre de Í888 que dio lugar des-
pués a la promulgación de un nuevo
texto refundido de la Ley municipal y
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provincial de 10 de febrero de 1889. Han
sido diversas las reformas posteriores,
algunas de notable importancia., pero na-
da se ha reformado por ahora por lo
que concierne a la figura jurídica y polí-
tica de la provincia que la nueva Cons-
titución explícitamente define como «en-
te autónomo» (art. 128).

Se señal» la trascendencia de la con-
memoración que tuvo lugar en el Con-
sejo Provincial de Turín al cual fueron
invitados representantes de las 21 pro-
vincias, resultantes de las 17 que cons-
tituyeron el núcleo primitivo de la Ita-
lia unida, reunión que tuvo por objeto
la celebración del primer centenario del
ordenamiento administrativo italiano. To-
do ello come preludio ante la proximi-
dad de la celebración del centenario
de la unidad italiana en el próximo año
1961.

SORREN'TINO, Vittorio E. : Produttivitá
e Relazioni puhbliche.

Orígenes, primeras aplicaciones y su-
cesiva afirmación en los Estados Unidos
de América.

Se glosa en este artículo la materia
que fue objeto de un curso de perfec-
cionamiento para secretarios de ayun-
tamiento en la Universidad de Ñapóles
en el curso 58-59.

Se analizan las distintas definiciones
que han sido dadas sobre el concepto
de Relaciones Públicas. Interesa señalar
la dada por la «Public Relations Society
of America», que dice así: I.as relacio-
nes públicas son:

1. 1.a iniciativa, en su sentido más
amplio, ya sea de una organización, de
una industria, de un gobierno, etc.

2. El modo de ser de tal actividad
o el grado de su éxito en su funciona-
miento.

3. El arte o la profesión de organi-
zar o desarrollar tal actividad.

Parece más oportuno abandonar las
definiciones estrictas y afirmar simple-
mente que las Public Relations tienden
esencialmente, a abrir caminos a una
mayor comprensión entre la actividad
económica y el ambiente humano social
y político y que por lo tanto constituyen
un medio ideal para estrechar los lazos
entre los hombres que laboran en cam-

pos no sólo diversos, sino también opues
tos, y que sirven también para dar a co
nocer todo lo que de bueno y prove
choso para la comunidad se elabora )
se produce en el interior de una Ha
cienda o de una Entidad.

Esbozado asi el contenido propio df
la materia el profesor SORKENTINO lleví
a cabo el estudio del desarrollo y 1¡
evolución de estas técnicas en los Es
tados Unidos, donde han alcanzado un¡
gran popularidad a partir de la segundi
guerra mundial, habiendo arrinconad(
con su invasión llena de fuerza y juven
tud las viejas técnicas en la actuaciói
de los poderes públicos.

MANITO, Attiüo : Le tec.niciie nellc re
lazioni ptibblichc.

Se lleva a cabo la justificación del temí
que tiene su origen en un ruego parla
mentarío dirigido al ministro para la Re
forma Administrativa, señor Bo, y a si
vez en una campaña general para el me
joramiento y la mayor eficiencia de 1
función administrativa. Se analizan la
diversas técnicas en las relaciones públi
cas. Sus objetivos y sus contenidos. Ana
lisis de la entrevista como técnica futí
damental de relaciones públicas. Sus oh
jetivos y sus contenidos. Análisis de 1
entrevista como técnica fundamental d
relaciones públicas. Condiciones del qu
la realiza, puntos sobre los que vers
y elección del o de los entrevistados
Importancia de la documentación ad
ministrativa. Mejoramiento de locales
técnicas de trabajo. Análisis de r.oíte
administrativos y renovación en el esp
ritu del personal. Todo ello con una f
nalidad: un mejoramiento total en la
relaciones entre Administración y adm
lustrados. El tema es sugestivo y múlt
pies son sus posibilidades que queda;
esquemáticamente señaladas por el prt
fesor MAMTTO, buen conocedor de lo
últimos avances al respecto con la b
bliografía americana fundamentalmente.

Año XVI. Núni. 5. Florencia. Maizc
1960.

LESSONA, Silvio : La posizione costitu
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zionale della puhblica Administra*
zione.

Publica XCOVA RESSEGNA el discurso
pronunciado por el eminente profesor
Silvio LKSSONA con ocasión de la inau-
guración del primer curso de formación
para funcionarios de la carrera directi-
va de la administración civil, Escuela
especial del Ministerio del Interior, en la
Escuela de Perfeccionamiento en Cien-
cias Administrativas de Bolonia.

Tras un bosquejo histórico y doctri-
nal de la evolución harto conocida del
principio de la dimisión de poderes des-
de su aparición en Montesquieu hasta
su plasmación práctica en los nuevos
estados que surgieron tras la revolución
francesa, se llega a la conclusión de que
la Administración Pública viene siempre
considerada como una función secunda-
ria, auxiliar del ejecutivo, para el des-
arrollo de aquella actividad o activida-
des que son un complemento de la ac-
tividad del gobierno. Pero en la fórmula
«Poder Ejecutivo» hay una hetereogeni-
dad de funciones harto más vasta y com-
plicada, hetereogenidad que se mani-
fiesta ya en la distinción que se hace
en la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa entre actos políticos y actos ad-
ministrativos al tratarse de su impugna-
hilidad. El profesor LESSONA reduce a sus
justos límites la distinción entre Admi-
nistración y Gobierno. El acento del tra-
bajo que nos ocupa, se carga sobre la
novedad que ha representado la cons-
titución italiana vigente en este sentido.
En efecto, en el título dedicado al Go-
bierno hallamos tres secciones, la pri-
mera regula el Consejo de Ministros, la
segunda contempla a la Administración
pública y la tercera se refiere a los Ór-
ganos auxiliares. De esta mera dispo-
sición terminológica y sistemática de la
constitución parece desprenderse que el
legislador vio esto como tres aspectos de
un mismo problema, de un mismo po-
der. Pero la realidad es que el término
«Poder Ejecutivo» se ha quedado pe-
queño y hoy es impropio utilizarlo en
tal sentido. Función de dirección polí-
tica y función administrativa constitu-
yen dos aspectos fundamentalmente di-
versos en la vida del Estado no reduci-

bles a la expresión unitaria «Poder Eje-
cutivo», ni mucho menos a la de «fun
ción administrativa». El profesor LES-
SOIVA concluye por calificar a la Admi-
nistración Pública como poder del Es-
tado con todas las consecuencias que de
esta afirmación se deducen.

Se analiza qué directrices y reglas dic-
ta la constitución para que esta función
sea lo más idónea posible para resol-
ver la enorme masa de competencia y
actividades que el nuevo Estado la ha en-
comendado y que tan diferentes son de
aquellas otras restringidas que se pro-
pusiera el Estado liberal en 6us orí-
genes.

La constitución ha procurado sustraer
dentro de lo posible al Gobierno la re-
gulación de la Administración Pública.
Ha dispuesto que el número, atribucio-
nes y organización de los ministerios
sea establecido por Ley. Ha dado cier-
tas directrices al legislador para una
mejor organización administrativa. De es-
tos principios derivan consecuencias im-
portantes, una de ellas, esencial, e6 que
si la actividad administrativa se des-
arrolla a través de la actuación de las
personas físicas, un buen funcionamien-
to del organismo administrativo exige
una adecuada cada vez más perfecta for-
mación de los funcionarios públicos, de
los hombres destinados a ser órganos
del propio Estado. Hoy día, esta situa-
ción ha mejorado enormemente con la
creación de la Escuela Superior de Ad-
ministración Pública, que deberá encar-
garse de la preparación, formación y per-
feccionamiento de los funcionarios pú-
blicos.

Se analiza después la trascendencia en
vía jurisdiccional de la posición consti-
tucional de la Administración Pública.
Finaliza el profesor LESSONA diciendo
que se puede constatar que la Adminis-
tración ha pasado del puesto secundario
y casi ignorado que ocupaba a finales
del siglo xvm a un lugar preferente y
al mismo nivel que los otros poderes
del Estado. De ahí la grandeza de la
tarea y de la misión que se abre a los
nuevos funcionarios públicos y a todos
aquellos que en lo sucesivo entren a
formar parte de la carrera administrativa.
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Año XVI. Núni. 6. Florencia. M.'irzo,
ÍGSG.

FRAGOI.A. Umberlu : / prcfclti e le ¡un-
ción! di rapprcscntauza.

lis justo que el prefecto de la provin-
cia como representante del Gobierno en
el territorio, esté presente en las mani-
festaciones más importantes que tengan
lugar dentro de la circunscripción admi-
nistrativa. Kl profesor FRACOI.A examina
en su interesante artículo los límites y
e) contenido estricto de esta participa-
ción, teniendo en cuenta que en la vida
moderna lo administrativo está cada vez
más compenetrado con lo político. Y esa
intensiva participación en actos y en fun-
ciones de representación oficial en la
vida política, hace muchas veces peli-
grar la total dedicación a sus funciones
administrativas.

Se advierte en el ordenamiento admi-
nistrativo italiano una falta de un có-
digo de ritual o de ceremonias, y tal
fenómeno se da asimismo en muchos
países. Es materia regulada las más de
las veces por la costumbre o por los
us&s inveterados de los diferentes orga-
nismos. Un ejemplo en la panorámica
constitucional lo componen las llamadas
normas de «correttezza» constitucional,
ya estudiadas por SANTI ROMANO. Si exis-
ten, en cambio, normas sobre las proce-
dencias y honores en las ceremonias
oficiales.

Tras un análisis de la legislación en
esta materia, entre la cual merece des-
tacarse el Decreto de 16 de diciembre
de 1927 sobre el ceremonial en actos
oficiales en el cual se pueden distinguir
tres partes fundamentales: 1) El orden
de la precedencia. 2) Las normas a ob-
servar cuando se interviene en los ac-
tos oficiales como corporación u órgano
colectivo de la Administración; y 3) Ana-
liza la modalidad y los requisitos con
los que debe observarse este orden de
precedencias y las prerrogativas y dig-
nidad reconocibles a ciertas altas per-
sonalidades. El orden de precedencias es-
tá representado por trece categorías, sub-
divididas cada una posteriormente en
clases.

Evidenciada así su importancia, se ha-
ce preciso que el prefecto como máxima
autoridad dentro de la provincia tenga
un perfecto conocimiento de tales nor-
mas, de ahí la conveniencia que apunta
el profesor FRACOLA, de la elaboración
de una disposición de carácter general
o de una circular ministerial en la que
se dicten los oportunos criterios para
limitar a casos esenciales solamente lu
presencia de estos altos funcionarios pro-
vinciales. Con ello no se haría más que
obtener a la larga un mayor rendimien-
to en tales funcionarios y en su tiempo
de dedicación a la función de represen-
tación oficial. Se apunta la solución al
problema que nos ocupa dada en Suecia,
en la que se nombran unos funcionarios
de representación, especie de represen-
tantes diplomáticos de la Administración
en lo interno y para los actos oficiales.
Esto, como muy acertadamente apunta
el profesor Mariano PINTUS en su co-
mentario al artículo que nos ocupa, ten-
dría el peligro de que su sola presencia
pueda estimular la exigencia de utilizar-
lo frecuentemente... De todos modos
queda señalado el problema de las fun-
ciones de representación en el amplio
campo de la actuación administrativa
provincial.

A. DE JUAN ABAD

Rossegna di Diritto Pubblico

Año H. Núms. 3-4. Ji/lio-diciembre,
1959. P.-ígs. 381-499.

ZANGARA. Vincenzo: / (¡iritti í'i li-
berta della scuola.

Dentro de la prácticamente infinita se-
rio de cuestiones que en el campo del
Derecho en general y también dentro
del más limitado del Derecho adminis-
trativo, se plantean, las circunstancias
que en cada momento concurren, hacen
derivar la atención de la doctrina hacia
teínas concretos con especial preferencia
y tal parece ocurrir ahora con el pro-
blema de la enseñanza. La escuela, so-
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bre cuya importancia en el régimen de-
mocrático pudo decir CALAMÁNDREI que
a lungo andaré, é piii importante del par-
lamento e della magistratura e delle Cor-
le constituzionale pasa a ser tenia pre-
ferente de atención en libros y revistas,
por diversos motivos, y es analizada des-
de distintos puntos de vista.

V. ZANGARA trata, en el trabajo que
comentamos, de señalar la fundamenta-
ción constitucional del derecho de li-
bertad de la escuela. Evidentemente, el
tema en sí y su ángulo de enfoque, ex-
ceden del campo de lo meramente ad-
ministrativo, aunque debido a la inte-
rrelación existente entre todas las ra-
mas del Derecho se haya de plantear
problemas que, como el de la naturaleza
jurídica de los actos de Ja Administra-
ción en relación a los establecimientos
de enseñanza no estatales tiene un pri-
mordial interés en este último campo.
Intentar, en consecuencia, señalar todos
y cada uno de los temas que son es-
tudiados por ZANGARA sería tarea impo-
sible en un comentario del tipo del que
realizamos. Bastará citar, a modo de
ejemplo, que en él se abarca desde el
principio positivo de pluralismo esco-
lástico y la escuela libre a las situaciones
jurídicas subjetivas que derivan de la
libertad de la escuela, pasando por las
limitaciones del derecho a fundar y es-
tablecer centros de educación, el poder
discrecional de concesión de autoriza-
ciones, de vigilancia y control de la en-
señanza, las instituciones culturales ex-
tranjeras a la luz de la constitución ita-
liana, y, en fin, cuantos aspectos jurídi-
cos pueden ser detraídos en relación con
la enseñanza: por todo ello, constituye
una obra de interés primordial tanto por
la multiplicidad cuanto por la densidad
con que cada cuestión se trata.

M. TEJERINA PEDRUELO

International Review of Community
Developmenr

Roma, 1959. Núm. 4.
Número monográfico dedicado al des-

arrollo comunitario en los Estados
Unidos. 232 págs.

Las técnicas de desarrollo comunita-
rio en los Estados Unidos han alcan-
zado mayor latitud que en países donde
una historia más dilatada pone incues-
tionablemente mayor número de trabas
sociales y psicológicas a las asociacio-
nes espontáneas. De aquí el interés es-
pecial de este número de la Revista In-
ternacional que edita la International Fe-
deralion of Settlements and Neighbour-
hood Centres y que permite una ojeada
muy completa al estado actual de la
cuestión en el gran país americano. Sin
duda, en la necesaria revigorización de
lsi vida local han de buscarse nuevas fór-
mulas, y la que ofrece, el desarrollo co-
munitario, mediante la activa participa-
ción del vecindario en la gestión y ad-
ministración de su núcleo administrati-
vo, es digno de estudio y fomento entre
nosotros, especialmente ahora que des-
punta para nuestras ciudades más impor-
tantes una primera actividad de descen-
tralización y se pretende dar fuerza a
los pequeños pueblos y centros suburba-
nos autonomizándolos en la tiránica de-
pendencia metropolitana. Desde esta
perspectiva resultan singularmente supe-
rentes los artículos de J. E. OVVF.N (Re-
centi tendence dei servizi comunilari ne-
gli Stati Uniti, págs. 25-32), A. MEISTKR
<Associations volontaires et développe-
ment des collectivités aux U. S. A., pá-
ginas 63-106), B. BUELL (Community
planning for Health and weljare Servi-
ces, págs. 153-168), y H. F. KALTMA.V y
I-. Vi'. COLÉ <Sociological and Social
PsycJiological Research for Community
Development, págs. 193-212).

M. P. O.

415





REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
P U B L I C A C I Ó N C U A T R I E S T R A L

PRECIOS DE S U S C R I P C I Ó N A N U A L .

España, y Territorios de soberanía Española. 120 Ptas.

Portugal, Hispanoamérica, Filipinas y Estados
Unidos 150 i

Otros países 175 >

Número suelto ' .•• 70 »

P E D I D O S A *

INSTITUTO DE.ESTUDIOS POLÍTICOS

Plaza de la Marina Española, 8

M A D R I D ESPAÑA


